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RESUMEN 

 

La Responsabilidad extracontractual del Estado Ecuatoriano por error judicial, se 

puede producir por la apreciación equivocada de los hechos, o por el error en la 

interpretación del derecho lo que repercute en la decisión del juez, que con dolo o sin 

él,  produce un daño en el ciudadano, quien debe ser indemnizado por el Estado,  

porque éste a través de la Función Judicial tiene la finalidad de una recta y adecuada 

prestación del servicio de justicia frente a los litigantes, consecuentemente el error 

debe ser inexcusable, es decir un error que implica dolo, fraude, o abuso de autoridad,  

sobre el cual no tiene explicación y que es producto de la actuación personal de Juez, 

contra quien el Estado debe repetir lo pagado.-  
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“LA RESPONSABILIDAD JUDICIAL DEL ESTADO ECUATORIANO, A 

PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL 2008” 

 

 “El legislador tiene las insignias de la soberanía, pero 

quien tiene las llaves es el juez. Es él quien está en 

contacto con el    hombre vivo y no con el hombre 

abstracto que ve el legislador, y de allí que solo el juez 

pueda alcanzar la visión suprema que es la intuición de                 

lo justo”.- Carnelutti. 

 

INTRODUCCION. 

El tema de este trabajo de investigación trata exclusivamente de la 

responsabilidad extracontractual del Estado por error judicial, sin dejar de 

mencionar que también el Estado es responsable por otras faltas imputables a 

los Jueces o servidores judiciales, como son: mora o retardo en la resolución 

de los juicios;  detenciones arbitrarias, violación del derecho a la tutela judicial 

efectiva,  o , por violaciones a los principios y reglas del debido proceso.- La 

responsabilidad civil o extracontractual del Estado por error judicial que ofrece 

al ciudadano una tutela frente a los abusos del Juez, ya estuvo consagrada en 

los Arts. 21 y 22 de la Constitución de 19981, sin embargo, durante la vigencia 

de la ley fundamental desde el 11 de Agosto de 1998 hasta la expedición de la 

nueva Constitución de la República del 2008,  se presentaron muy pocas 

demandas en el  Tribunal Contencioso Administrativa de la ciudad de Cuenca, 

lugar en donde laboraba. Lo comentado, considero,  que podría deberse a que 

la propia Constitución de 1998 se remitía a la Ley para efectos del 

reconocimiento de la indemnización por parte del Estado, y además porque aún 

nos encontrábamos en un Estado de Derecho, dentro del cual tanto jueces 

como ciudadanos eran devotos de la ley. Cosa muy diferente sucedió a partir 

de la vigencia de la Constitución de la República del Ecuador del 2008, pues 

ésta se constituye en la guía suprema de todos los poderes del Estado a la que 

deben obediencia y respeto, y la que, a la vez es una  defensora y garantista 

de los derechos fundamentales de los ecuatorianos, pues la Carta 

Fundamental actual, en su Art. 11 No. 9, consagra tanto la responsabilidad 

extracontractual del Estado de la función judicial cuanto de las demás 

                                                 

1
Art. 21.- Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada por efecto de 

re3curso de revisión, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia, 
será rehabilitada e indemnizada por el Estado, de acuerdo con la ley. Art. 22.- El Estado será 
civilmente responsable en los casos de error judicial, por inadecuada administración de justicia, 
por los actos que hayan producido la prisión de un inocente o su detención arbitraria, y por los 
supuestos de violación de las normas establecidas en el Art. 24. El Estado tendrá derecho de 
repetición contra el juez o funcionario responsable.-   
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funciones del Estado.2.- Además prevé el trámite que debe darse a este tipo de 

acciones, su Juez competente, prescripción de la acción, legitimado pasivo y su 

consecuente derecho de repetición de pago, que  se encuentran previstos en 

los Arts. 32 y 33 del Código Orgánico de la Función Judicial, vigente desde 

marzo del 2009, norma que se encuentra en armonía con la actual Constitución 

de la República.- Los antecedentes legales narrados,  se convirtieron en 

motivos suficientes para que la ciudadanía empezara sin ningún temor a 

ejercer ésta nueva acción, y muestra de ello, es que en la actualidad las 

demandas por error judicial, inadecuada Administración de justicia, retardo 

injustificado, etc., ya se están presentado en mayor cantidad en los Tribunales 

Distritales de lo Contencioso Administrativo del país, sobre todo en lo que tiene 

que ver en materia penal, sin dejar de lado por materia civil, inquilinato, etc.- 

Estas son las causas que me motivan a desarrollar este tema “sobre la 

responsabilidad extracontractual del Estado por error judicial” que es novedoso 

para el Ecuador y más desarrollado en países como Argentina, Colombia, 

España, e Italia, cuya doctrina me servirá de referencia para desarrollar este 

ensayo académico. 

 

CAPITULO   1 

 

 

1.1.-LA RESPONSABILIDAD CIVIL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO 

EN GENERAL Y DEL ERROR JUDICIAL EN PARTICULAR 

 

Miguel S. Marienhoff, citado por Álvarez Torres, apunta que  “la responsabilidad 

existe cualquier sea el órgano estatal: legislativo, ejecutivo o judicial causante 

del agravio o menoscabo, pues cualquiera de éstos órganos, al actuar, lo 

hacen en nombre del Estado, a cuya estructura pertenecen y en cuya 

personalidad se subsumen”, de allí que su actuar inadecuado, por una acción u 

omisión antijurídica, que produzca un daño y su correspondiente causalidad 

entre daño y acción, son las circunstancias que deben proceder para las 

reclamaciones indemnizatorias.-  “El Estado es el responsable de la buena 

organización del servicio”(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 77).-  

 

1.1.1.-RESPONSABILIDAD CIVIL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO 

O AQUILIANA.- La función Judicial presta un servicio, como es el de 

                                                 

2
2.- Art. 11. No. 9.- {…} El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, 

retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela 
judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. Cuando una 
sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que haya 
sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de 
servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra del ellos. 
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Administrar e impartir justicia, y lo hace por mandato legal, por lo que no hay de 

por medio una relación contractual ni cuasicontractual, se presenta entonces 

cuando el Juez  “cae en error y perjudica a una de las partes”. (MOSSET 

ITURRALDE, 2005, pág. 30).Es decir, “entre víctima y autor del daño no existe 

vínculo anterior alguno” o que,  aún  así exista tal vínculo, el daño que sufre la 

víctima no proviene de dicha relación anterior sino de otra circunstancia. El 

autor del daño está obligado a indemnizar a la víctima de un perjuicio que no 

proviene de un vínculo jurídico entre las partes”(IRISARRI BOADA, 2000, pág. 

20).- Martínez Rave, citado por  Catalina Irisarri Boada, entiende por 

responsabilidad extracontractual como “la que nace para la persona que ha 

cometido un daño en el patrimonio de otra y con la cual no la liga ningún nexo 

contractual legal. Es decir, que nace para quien simple y llanamente ocasiona 

un daño a otra persona con la cual no tiene ninguna relación jurídica anterior”.-  

 

1.1.1.1.-RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA Y OBJETIVA.- 

  

La teoría subjetiva o teoría clásica de la culpa, hace referencia a que la 

“responsabilidad civil se encuentra en la conducta del autor del daño, es decir, 

que para determinar si se está en presencia de responsabilidad no basta con 

que se presente un daño, sino que es necesario que ese daño haya devenido 

del actuar doloso o culposo del autor del daño. En este tipo de responsabilidad 

hay tres elementos: el daño, el actuar doloso o culposo del actor y la relación 

de causalidad entre el daño y el actuar doloso o culposo del sujeto generador 

del daño”. Varios autores, entre otros Mazeaud citado por Irisarri Boada han 

criticado a los defensores de las teorías que desechan el análisis del elemento 

culpa en la determinación de la responsabilidad, al decir: “Establecer una 

responsabilidad automática es despojar a la responsabilidad de toda moral y de 

toda justicia. La justicia y la moral suponen una diferenciación entre el acto 

culpable y el acto inocente, un examen de la conducta del agente…. Resolver 

que un acto inocente compromete la responsabilidad de su autor, puede 

justificarse rara vez sobre el terreno de la utilidad social, y jamás sobre el de la 

moral“(IRISARRI BOADA, 2000, págs. 23-24).-  

 

La teoría objetiva o teoría del riesgo.- “El fundamento de la responsabilidad 

se encuentra en el hecho que produjo el resultado dañoso, sin importar si este 

fue cometido con culpa o dolo. Lo relevante para establecer una 

responsabilidad es la presencia del daño y la relación de causalidad entre el 

hecho o acción ejercida y el daño. Para indemnizar el perjuicio solo basta con 

demostrar la realización de una acción o la omisión o el nexo de causalidad 

entre ese actuar o esa omisión y el daño.”. Alessandri citado por Irisarri Boada, 

dice que “la responsabilidad objetiva prescinde en absoluto de la conducta del 

sujeto, de su culpabilidad; en ella se atiende única y exclusivamente al daño 

producido. Basta éste para que su autor sea responsable cualquiera que haya 

sido su conducta, haya habido o no culpa o dolo de su parte. Es el hecho 
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perjudicial, el hecho liso y llano y no el hecho culpable o doloso el que genera 

la responsabilidad”. Ordoquí y Olivera citados por la autora a la que sigo, dicen: 

“la verdadera y única razón de ser del régimen de la responsabilidad, se 

encuentra en la necesidad de asegurar a la víctima una reparación por el 

perjuicio sufrido; solución que en muchos casos la teoría de la culpa es incapaz 

de proveer, sea por la imposibilidad de determinar el agente material del daño, 

o sea porque su conducta ilícito-culposa no puede ser probada….”(IRISARRI 

BOADA, 2000, pág. 27).- Para Jorge Zavala Egas, citado por Dinkel:  “Se trata 

de una verdadera responsabilidad objetiva, ya que para su ejecución en el 

pago de los daños sólo se exige que éstos existan y que las personas 

afectadas no tengan la obligación jurídica de aceptarlos”(DINKEL, 2006, pág. 

16).-  

1.1.1.2.-Responsabilidad Civil Objetiva en el Ecuador.-Es importante esta 

diferencia referida, en razón de que el Art. 11 No. 9 de la Constitución 

Ecuatoriana, que consagra la Responsabilidad Civil o Extracontractual del 

Estado y la Responsabilidad del Estado por error judicial, prevén una 

responsabilidad objetiva del Estado.-  En el error judicial, basta que el daño se 

produzca “cuando los jueces, en ocasión del ejercicio de las funciones que les 

están atribuidas,  causan un daño o perjuicio que les obliga a la 

correspondiente reparación”  (ALVAREZ TORRES, pág. 1).-  Para López Juan 

de la Cruz, citado por Alvarez Torres, “el daño patrimonial o extrapatrimonial 

derivado del error judicial, es tan resarcible cuando tiene origen en una decisión 

judicial penal como cuando nace de un acto jurisdiccional civil”, es importante 

“demostrar el error en que ha incurrido el juez, quien deberá responder 

civilmente por ello y que la consecuencia ha sido el daño o perjuicio irreparable, 

que constituye la base de la pretensión indemnizatoria para los afectos, caso 

contrario supondría reconocer que aunque se constatara la existencia de 

resoluciones judiciales erróneas, éstas serían inmutables, por lo que se privaría 

de materialización al resarcimiento atinente por los daños causados por este 

acto equívoco.”(ALVAREZ TORRES, pág. 6).-  

Sin embargo de lo dicho, “la conducta doloso o culposa”, si son en cambio el 

presupuesto del que parte la responsabilidad personal del funcionario para 

la repetición de lo pagado por el Estado, y ello se deduce de la lectura del Art. 

33 del Código Orgánico de la Función Judicial Ecuatoriana, pues los servidores 

judiciales deben intervenir en este proceso para demostrar que los actos que 

originaron los perjuicios no se debieron a “dolo o negligencia suya, sino a caso 

fortuito o a fuerza mayor. No se admitirá como causa de justificación el error 

inexcusable ni la existencia de orden superior jerárquica”.- 

 

 

     1.2.- EL ERROR JUDICIAL 

  

Savigny citado por Jorge Mosset, dice que el error es “un estado de la mente 

en el que la verdadera representación de un objeto se halla obstaculizada o 
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sustituida por otra no real”. El autor a quien cito, nos habla de un error-vicio que 

“es aquel que influye sobre la formación de la voluntad del juez en el acto 

procesal, el que puede ser de dos especies: 1) el error de derecho y el error de 

hecho. El primero “se configura con la deficiencia en la aplicación del derecho 

al caso juzgado; y el segundo con la deficiencia en la interpretación de los 

hechos que conforman el caso”(MOSSET ITURRASPE, 2005, págs. 34-35).- 

Juan Marcelino González, haciendo relación al concepto del error que trae el 

Diccionario Jurídico Osorio, dice que este es el “falso conocimiento, concepción 

no acorde con la realidad. El error  suele equipararse a la ignorancia, que no es 

ya el conocimiento falso, sino la ausencia de conocimiento. Uno y otro son 

vicios de la voluntad, que pueden llegar a causar la nulidad del acto viciado, 

cuando no haya mediado negligencia por parte de quien incurrió en ellos; es 

decir, cuando se trata de un error excusable, y sólo cuando recae sobre el 

motivo principal del acto. Sea o no excusable, el error de derecho no puede 

alegarse nunca como excusa”(GONZALEZ) 

El error judicial es aquel que surge como consecuencia de la declaración de 

voluntad de un Juez, y que puede derivar, tanto de un error de hecho como de 

derecho.-  

Martín Bermúdez Muñoz, al referirse al ERROR JUDICIAL, dice que lo primero 

que debe puntualizarse, es que el concepto de error referido a una providencia 

judicial es objetivo.- Y considera que ello es así “porque una providencia puede 

calificarse de errada o equivocada, sin necesidad de afirmar, 

concurrentemente, que quien la profirió lo hizo en forma arbitraria o que incurrió 

en algún tipo de culpa”.- En segundo lugar,  dice Bermúdez que una sentencia 

puede contener defectos de procedimiento (errores in procedendo) o errores en 

el juzgamiento del caso concreto sometido a decisión (errores iudicando), 

advirtiendo que frente a cada uno de ellos los sistemas judiciales presentan 

soluciones distintas” .- 

 

1.2.1. Errores in procedendo.- Errores in iudicando.- 

En el caso de errores In procedendo.- Liebman citado por Martín Bermúdez, 

dice que “son errores in procedendo aquellos en que incurre el Juez al cumplir 

las actividades de su oficio, ya sea en el curso del procedimiento, ya sea en la 

formación de la sentencia, cuando no observe las normas que regulan las 

formas y modalidades de su actuación…Los errores in procedendo  son, pues, 

violaciones de la ley procesal en su más amplia acepción, o sea …defectos de 

construcción de la sentencia..” Para su solución encuentran según el autor 

citado, un conjunto de disposiciones normativas, que tienen por objeto la 

invalidación de la actuación procesal”, que constituye un sistema de nulidades 

y que está conformado: “a) Por la enunciación taxativa de sus causales en el 

proceso civil; b) Por los requisitos para su alegación y por los casos de 

saneamiento de las mismas y c) en cuanto a la nulidad originada en la 

sentencia por las disposiciones legales que permiten su alegación en la etapa 

posterior a su pronunciamiento, por el recurso de casación y por la posibilidad 
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de acudir al recurso extraordinario de revisión cuando la sentencia contentiva 

de la nulidad no sea susceptible de ningún otro recurso”. “Los errores in 

procedendo contenidos en las SENTENCIAS ILEGALES, darán lugar, por regla 

general a su anulación.” 

En el caso de los errores in iudicando.- Liebman citado por Martín Bermúdez, 

dice que “son aquellos que pueden tenerse en la decisión que ha juzgado 

sobre el fondo de la demanda, para acogerla o rechazarla. Se distinguen a su 

vez en ERRORES DE HECHO Y DE DERECHO, según que el juez haya 

declarado la certeza del hecho en modo disforme de la verdad o haya errado al 

valorarlo jurídicamente y al aplicar al mismo el derecho. En estos casos la 

“SENTENCIA ES INJUSTA”, esto es, divergente de aquella que habría debido 

ser, al dar razón a una o a la otra parte”.- Y dice el autor citado que este tipo de 

errores son susceptibles de corrección, solamente mediante la utilización de los 

recursos contra la sentencia que los contenga (apelación y casación), y son 

ellos los que, por regla general, pueden generar responsabilidad patrimonial 

por error judicial”.- Los errores de IN IUDICANDO, pueden ser de hecho o de 

derecho, puede provenir de ignorancia o desconocimiento de las normas o de 

los supuestos fácticos que conforman la decisión, o de su interpretación 

equivocada.-  La Corte Suprema de Justicia de Colombia, en sentencia de 26 

de octubre de 1972, citada por Bermúdez Muñoz dice: “De modo pues, que la 

responsabilidad civil de jueces o magistrados puede originarse en una 

equivocación, sea que ésta haya tenido como causa un conocimiento falso de 

hecho o de normas legales, o un completo desconocimiento de los mismos”.- 

(BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, págs. 18-21) 

 

1.2.2.-EXCUSABILIDAD E INEXCUSABILIDAD .-Es importante analizar el 

tema de la EXCUSABILIDAD E INEXCUSABILIDAD, en razón de que algunas 

legislaciones hacen referencia a este tema, como entre otras la Argentina, en la 

que se ha “sostenido que la única culpa que puede imputarse es la grave” y 

Colombo citado por Mosset Iturraspe, dice “que sólo el hecho perjudicial, 

intencionalmente cometido, podía fundar un acción contra los magistrados, aun 

cuando el error fuese culpable”(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 85).- Otras 

legislaciones como España, consagra en su Art. 411 de la vigente Ley 

Orgánica del Poder Judicial, que “Los jueces y magistrados responderán 

civilmente por los daños y perjuicios que causaren cuando, en el desempeño  

de sus funciones, incurrieren en dolo o culpa”. En la normativa vigente de Italia, 

“limita la acción del particular quien sólo tiene acción para exigir el 

resarcimiento de los daños contra el Estado. No tiene ya acción contra el Juez. 

El Estado, en cambio, en vía de regreso o “de repetición de pago”, puede 

demandar al juez. El Art. 2.1. de la Ley 117 (de Italia) de 1988, dice: “Quien ha 

sufrido un daño injusto como consecuencia de un comportamiento, de un acto 

o de una resolución realizados por un juez en el ejercicio de sus funciones con 

dolo o culpa grave, o bien por denegación de justicia, puede reclamar al Estado 

para obtener el resarcimiento de los daños patrimoniales causados, así como el 
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de los daños no patrimoniales que deriven de una privación de libertad”.- 

(MOSSET ITURRASPE, 2005, págs. 86-89) 

El “error excusable”, cuando ha habido razón para equivocarse, con base en 

la propia organización de la justicia (como falta de pruebas), pero, a la vez hay 

una víctima de un daño injusto, con ruptura del principio de igualdad de las 

cargas, ésta exculpación del error vuelve lícito el obrar del juez. Aquí el Juez 

podrá excusarse en que ese “error no le pertenece, no es suyo, le ha sido 

impuesto por el orden jurídico, o bien podrá invocar su propia experiencia sobre 

el modo de solucionar los conflictos, las exigencias de la realidad, la naturaleza 

de las cosas o su propio juicio e intuición”(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 

57) y el “error inexcusable, error grosero, o implica dolo, fraude, o abuso de 

autoridad,  sobre el cual no caben justificaciones, producto de la actuación 

personal del juez, quien debe responder por los perjuicios que causa.- 

(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 145 y 164).- “Acarren responsabilidad de 

los jueces”(BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 57) 

 

Respecto de las razones para errar  o de la excusabilidad del error judicial 

de derecho,- Es importante saber si ha habido o no razón en el error del juez.- 

El error en la decisión del juez puede verse atenuada por dos situaciones al 

decir de Mosset Iturraspe: “A) el juez no falla aplicando el “derecho puro”, la 

norma genérica y abstracta, sino que lo hace resolviendo un caso concreto, 

decidiendo sobre la base de la “norma del caso”“, ello significa, “que el derecho 

que el juez concretiza o aplica “tiene que ver” con las situaciones de hecho; el 

juez lo “encuentra” luego de una búsqueda “que parte” de tales situaciones; y 

b) que la labor de las partes en el proceso, empeñadas en mostrar “su verdad”, 

trabadas en una verdadera lucha, puede no ser la más propicia para hallar la 

norma jurídica que se ajusta a la “especie”, muchas veces, las partes contando 

su verdad a medias…pueden inducirlo en error de derecho”.- Como un 

agravante para la decisión errada del juez, se ha dicho que el juez es “un 

hombre experto en derecho”, que “hace de su aplicación oficio o profesión 

habitual”.- El autor citado siguiendo a Betti, expresa que “si el error de derecho 

es algo más que “ignorar la existencia o contenido de una norma jurídica o 

interpretar su significado de manera distinta a la real”, puede darse también al 

“hacer una aplicación inexacta a una situación que no regula, y por tanto, 

también al atribuir a un hecho o a una relación una calificación jurídica distinta 

de la que les es propia”.-  (MOSSET ITURRALDE, 2005, pág. 39).-  

 

Respecto de las razones para errar  o de la excusabilidad del error judicial 

de hecho.- Mosset Iturraspe nos dice que el juez está atado por los hechos 

que las partes le cuentan, a los cuales aplicará el derecho.-  

 

Respecto de quien debe probar la excusabilidad o inexcusabilidad del 

error, es decir las razones o no del error, considera el autor citado que quien 

demanda la “revisión”, y el resarcimiento de los daños, es quien debe 
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demostrar que el acto judicial se encuentra viciado por error del juez, de hecho 

o de derecho, y es el juez a quien le cabe, entonces, aportar las pruebas de la 

“razón para errar”, que equivale a decir de la justificación de su proceder, de la 

excusabilidad”.-  

 

Consecuencias del error judicial inexcusable y del excusable. 

Responsabilidad del Estado por error excusable dañoso.- Los efectos son 

distintos: 

1.- El error inexcusable o sea culpable compromete el deber de indemnizar a 

cargo del funcionario y del Estado. 

2.- el error excusable es según Orgaz citado por Mosset Iturraspe “causa de 

inculpabilidad”; “desaparece la ilicitud al no haber culpabilidad”,  

3.- Responsabilidad del Estado por error excusable dañoso.- El autor citado, 

explica que un importante sector de la doctrina, destaca: que no parece justo 

que originándose un “daño privado” en “acciones u omisiones irregulares” 

pueda la excusabilidad o no culpabilidad del error del agente, exonerar su 

responsabilidad dejando a la víctima inocente sin reparación.-  

 

Los Errores corregidos por el mismo Poder Judicial a través de los 

recursos.- 

 

Varios Juristas postulan que los errores de los tribunales inferiores encuentran 

su remedio en los tribunales superiores con base en los recursos de apelación, 

de donde “sólo admiten que pueda hablarse del “error” de la última instancia, 

para el cual encuentran la solución de la “cosa juzgada”. Este planteamiento 

según Mosset Iturrapse encuentra varias objeciones: 

 

a) “Pueden existir errores que originen un daño irreparable, no superable 

por una decisión en contrario, sea del mismo tribunal o de otro, en mérito 

“al tiempo” que deberá transcurrir entre la primera y aquella que viene a 

revocarla. El daño es causado por el hecho mismo de la resolución sin 

que una posterior cualquiera sea la distancia temporal, tenga la virtud de 

borrarla. “. Como los casos relativos a la privación de la libertad, al buen 

nombre, a la indisponibilidad de ciertos bienes, etc.-  

b) “Pueden existir errores que, por su índole, no admitan una apelación, o 

bien que al error que encierra su dictado se sume una denegatoria 

equivocada de todo recurso ante un tribunal superior”.- En el Ecuador 

no hay apelación en el caso de los trámites de desahucio, y ante el 

evento de que el auto que ordena el desahucio pueda provocar daño,  

como cuando con este actuar, se evita cumplir con el Art. 445 del 

COOTAD, que permite a los arrendatarios de los inmuebles de 

propiedad de entidades del sector público, la compra de los mismos. 
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c) “Puede tratarse de actos judiciales que no sean de los jurisdiccionales 

“propiamente dichos” únicos en cuya vigencia se encuentra 

comprometida la autoridad de cosa juzgada, y 

d) “Puede ocurrir que el tribunal de segunda instancia –o el tribunal 

colegiado de instancia única- niegue el recurso….”.- (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, págs. 101-104) 

 

1.3.-LA COSA JUZGADA O “RES JUDICATA” UN OBSTACULO PARA LA 

RESPONSABILIDAD POR ERROR JUDICIAL? 

Hay quienes postulan que la res judicata o cosa juzgada que es la decisión 

definitiva que tiene fuerza de verdad, es una barrera para la responsabilidad 

por error judicial, dicen: “un litigio que ha dado lugar a una sentencia definitiva, 

no puede ser nuevamente examinado en otra instancia. Si un particular se 

considera dañado por una decisión de justicia, él no puede intentar una 

demanda de indemnización sin producir un atentado contra la fuerza de 

“verdad legal” que tiene la cosa juzgada. La consideración de esta acción 

obligaría a los magistrados a emitir un juicio sobre el acto judicial que se 

considera causa del daño. El otorgamiento de una indemnización configuraría 

una retractación del primer juzgamiento y tendría, además, el gran 

inconveniente de dejar subsistentes dos decisiones, las dos firmes aunque 

contradictorias”.-  Sin embargo el “derecho moderno rechaza como fundamento 

de la cosa juzgada, la presunción de verdad; considera que encierra una 

hipótesis reñida con la realidad: la de que el juez no puede equivocarse y que 

la sentencia corresponde siempre a la verdad”. En la actualidad se destacan 

las teorías procesalistas, y Chiovenda citado por Mosset, dice “la cosa no hace 

referencia a la afirmación de verdad de los hechos, sino a la existencia de una 

voluntad de ley en el caso concreto”, “la sentencia es únicamente una 

afirmación de una voluntad del Estado que garantiza a alguien un bien de la 

vida en el caso concreto, y sólo a esto puede extenderse la autoridad de lo 

juzgado. Con la sentencia se llega únicamente a la certeza de la existencia de 

tal voluntad”.-  

Ardant, citado por Mosset Iturrapse, expone razones para minimizar la teoría de 

la irresponsabilidad judicial por la cosa juzgada: 

a) “El campo o ámbito de aplicación de la cosa juzgada no abarca la 

totalidad de los actos judiciales o jurisdiccionales, sino un sector de 

ellos, los llamados “propiamente tales”.-  

b) “..El reclamo de una indemnización, a partir de la sentencia firme, no 

constituirá una retractación de ella o la pretensión lograrla sino la 

consecuencia normal de la misma. Son, por vía de ejemplo, los 

supuestos, en que el error de la sentencia de primera instancia es 

corregido por la de segunda pero sin posibilidad alguna de borrar el 

daño ya causado”, como el caso de la privación de libertad.  
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c) El autor citado, se cuestiona, y manifiesta: “es difícil comprender 

cómo se puede bregar por el respeto a la justicia sobre la base de 

postular el mantenimiento de errores con fuerza de verdad legal. 

Además de ello, si el quid de la cosa juzgada se encuentra, como lo 

declara Devis Echandía, “en garantizar a la parte favorecida un bien 

de la vida en el caso concreto”, y la revisión con base en el error 

judicial no apunta a “despojar” a la parte favorecida sino a 

indemnizar a la “perjudicada”, no se percibe el alcance de la 

violación a la cosa juzgada” 

d) Se ha dicho además que “parece estar más conforme con el buen 

orden social y la “apetencia de justicia, sacrificar la “verdad legal” 

ficticia y el respeto a los tribunales en aras de obtener la reparación 

del perjuicio causado”. Ejemplo: La sentencia en la que un Tribunal 

de Instancia ordena el pago de valores que el demandado ya ha 

pagado, sentencia que inclusive ha quedado en firme por haberse 

rechazado el recurso de casación, sin embargo el Juzgador no se ha 

percatado que durante la estación probatoria el demandado, si aportó 

la prueba que descargaba la deuda, lo cual no fue tomado en cuenta 

por el Juzgador. Ante esta situación,  abría la posibilidad de que el 

perjudicado plantee el juicio por error judicial en contra del Tribunal 

de instancia, ya que el de Casación, rechazó el recurso por mal 

planteado. Corresponderá al Juzgador demostrar en el juicio de 

repetición de lo pagado por el Estado, que su actuación no se debe a 

negligencia ni a dolo.  

e) “la cosa juzgada o verdad legal constituye tan sólo un obstáculo de 

procedimiento respecto de la responsabilidad del Poder Judicial; se 

opone al otorgamiento de una indemnización “de plano” o “sin más 

trámites”  contra una decisión definitiva”.-  

f) “no habría tal oposición sí se estableciera la condena con base en un 

procedimiento de revisión”.- Ejemplo: La Provincia de Santa Fe en 

Argentina, desde 1976 “fija una indemnización en beneficio de las 

personas condenadas por error judicial excusable, cuando prospere 

el recurso de revisión”(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 42) ,.  

g) “se trataría, lo más “de un atentado indirecto a la autoridad de la cosa 

juzgada”, puesto que se trabaría una acción diferente, cuyas partes 

serían el particular damnificado y el Estado; el objeto sería otro; en la 

medida en que la discusión versaría sobre el acto jurisdiccional; 

también la pretensión de la indemnización sería novedosa”-. Ejemplo: 

Una persona que ha sido privada de su libertad por tres meses, y 

luego ante un auto de sobreseimiento provisional es puesto en 

libertad.- Esa persona tiene derecho a intentar un juicio por error 

judicial en contra del Estado (Consejo de la Judicatura) para 

conseguir una indemnización por esa detención injusta. 
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1.4.-LOS CONTROLES DE LA ACTUACION JUDICIAL.-  

 

En un Estado de Derecho, no puede haber una función libre de control, librado 

a su capricho o arbitrio, así como tampoco ninguna función es irresponsable, el 

control tiene como finalidad la recta y adecuada prestación del servicio de 

justicia frente a los litigantes.  

Los mecanismos de control de la labor jurisdiccional sin menoscabar el 

principio de independencia como Función del Estado, provienen de diferentes 

procedimientos: 

Internos: Como es el poder disciplinario, ejercido en el Ecuador por el Consejo 

de la Judicatura, que es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y 

disciplina de la Función Judicial (en Argentina y Bolivia por el Consejo de la 

Magistratura, Consejo Nacional de Justicia en Brasil).-  

En el Ecuador, existen varios fallos dictados por la Corte Nacional de Justicia, 

a través de los cuales se “observa la conducta de los Jueces de Segunda 

Instancia o de Instancia Única”, y que son puestos a consideración del Consejo 

de la Judicatura para que se realice la investigación respectiva (Art. 124 del 

Código Orgánico de la Función Judicial)3. Sin embargo se garantiza la 

independencia de los Jueces en la función que ejercen, de tal manera que no 

se admiten a trámite quejas o denuncias, si en ella se impugnare criterios de 

interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y otros elementos 

netamente jurisdiccionales. En estos casos la queja o denuncia se enviará al 

Pleno del Consejo de la Judicatura para efectos de la evaluación de 

desempeño (Art. 115 en relación con el Art. 264 del Código Orgánico de la 

Función Judicial).- Por otra parte el art. 123 del cuerpo legal citado, determina 

que “las providencias judiciales dictadas dentro de los juicios, cualquiera sea su 

naturaleza, sólo pueden ser revisadas a través de los mecanismo de 

impugnación ordinarios y extraordinarios establecidos en la ley. Ninguna 

autoridad pública, incluidos las funcionarias y los funcionarios del Consejo de la 

Judicatura, podrá interferir en las funciones jurisdiccionales, mucho menos en 

la toma de sus decisiones y en la elaboración de sus providencias” 

Evaluación del Desempeño del Juez Ecuatoriano.- El Código Orgánico de la 

Función Judicial en su Art. 87 determina la evaluación de desempeño y de 

productividad, y aquellos servidores judiciales que no alcancen lo mínimos 

requeridos serán evaluados nuevamente en un lapso de tres meses, y en caso 

de mantenerse una calificación deficiente, serán removidos. De allí que “el juez 

no falla sólo de acuerdo a su conciencia. Debe fallar conforme a la ciencia, al 

                                                 
3
 Arts. 124.- Facultad de Supervisión de la Actuación Jurisdiccional.- El Juez que conozca de una causa, 

en virtud de la interposición de un recurso, está obligado a revisar si las servidoras y servidores de la 

Función Judicial observaron los plazos y leyes que norman la tramitación y conclusión de los procesos, y 

de ser el caso comunicar al Consejo de la Judicatura, a fin de que ejerza el correspondiente control 

disciplinario en caso de que advierta que ha habido violación del ordenamiento jurídico. En ningún caso 

los tribunales, juezas o jueces podrán asumir atribuciones sancionadoras, invadiendo el campo de 

atribuciones del Consejo de la Judicatura. 
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saber jurídico… y ese saber va más allá del solo conocimiento de la legalidad, 

leyes, decretos, reglamentos y ordenanzas, comprende la doctrina y la 

jurisprudencia…” El Juez al ser un profesional de derecho, debe “rendir 

cuentas” de sus afirmaciones, del por qué de sus asertos. Él es quien 

“resguarda bienes que tienen jerarquía constitucional, como son la vida de las 

personas, su libertad y la integridad del patrimonio, la propiedad”.- (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, pág. 158) 

Los Externos: “Son aquellos que se ejercen “desde fuera” del servicio” 

(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 145) Como los ejercidos por los colegios 

profesionales.-  

En el Ecuador, también tenemos el control jurisdiccional constitucional, por 

medio de la Acción Extraordinaria de Protección, introducida a través de la 

Constitución Ecuatoriana del 2008, por medio del cual se ejerce el control 

contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencias, y 

en las que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por 

acción u omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la 

Constitución (Art. 94 en relación con el 437 de la Constitución de la 

República).-  

 

1.5.-CORRECCION DE LOS ERRORES JUDICIALES A TRAVES DE LOS 

RECURSOS COMO CAUSAS DE LIBERACION O EXCUSACION DEL JUEZ 

QUE COMETIO EL ERROR PARA AMINORAR EL DAÑO INJUSTO.- Por 

regla general, Kemelmajer de Carlucci citado por Mosset Iturraspe, considera 

que deben agotarse las vías recursivas hasta que la resolución dañosa quede 

firme, porque si no ha agotado la vía de recursos, “su conducta debe 

interpretarse como consentimiento, a la resolución que agravia y no tiene 

entonces de qué quejarse”. El mismo autor citado,” recuerda la decisión del 

Consejo de Estado de Francia al condenar al Estado a reparar los perjuicios 

sufridos por el accionante, quien no apeló la decisión administrativa por cuanto 

la Administración Pública, lo “disuadió” con maniobras dilatorias, privándolo, de 

este modo, de las chances serias de resultar victorioso en el recurso de 

apelación”.- Al respecto me permito destacar, la responsabilidad en la que 

podrían incurrir los Jueces de Segunda Instancia o de única Instancia del 

Ecuador, que niegan un recurso de casación en forma arbitraria,  y sin que 

posteriormente admitan a trámite un Recurso de Hecho. O cuando los Jueces 

que reciben una acción extraordinaria de protección, que no lo remiten a la 

Corte Constitucional en razón de haber sido interpuesta fuera del término de 20 

días previsto en el Art. 60 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales, 

cuando no es su atribución revisar éste requisito.  

Como excepción a la regla de la recurribilidad, Jorge Mosset, manifiesta 

“que se dan casos en que, aún sin actividad recursoria, puede reclamarse por 

el error,….originadas por las particularidades de cada caso: a) Cuando la 

tramitación normal de los recursos agravaría el daño causado por la resolución 

del inferior: 1) en el caso de las detenciones provisionales, “cuando es posible 
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que el detenido obtenga su libertad más rápidamente sometiéndose a la etapa 

siguiente del proceso, que recurriendo el auto de prisión preventiva o la 

calificación; 2) en las medidas precautorias, cuya cancelación se puede 

conseguir con mayor celeridad a través del incidente de levantamiento, que 

apelando la decisión del juez; b) “Hay que atender a la naturaleza del derecho 

cuestionado, si el mismo es o no disponible”; c) “el posible agravamiento del 

daño por la dilación que causa el recurso”, d) “ si se cuenta o no con los 

elementos probatorios al tiempo de la posible acción recursoria” e) “estado de 

la doctrina y jurisprudencia acerca de semejante recurso, su procedencia o 

no”.- “Todas esta circunstancias…deberán ser invocadas y probadas por quien 

pretende la indemnización”.- (MOSSET ITURRASPE, 2005, págs. 165-166).- 

Errores corregibles por la función judicial.- Los errores que detecta el propio 

Juez que dictó la sentencia o providencia, lo puede corregir por medio del 

recurso de revocatoria; otros que los corrige el Superior a través del recurso de 

apelación. Pero el Superior puede mantener el error y el “juez terco encerrarse 

en los límites de su resolución y rechazar la revocatoria procesal”.- (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, pág. 167).- En el Ecuador, los vicios de legalidad 

cometidos en la sentencia, se corrigen a través del Recurso de Casación, y los 

vicios de constitucionalidad, a través de la acción extraordinaria de protección.-  

Errores no corregibles.-  a) “Porque la actividad judicial que los origina no es 

recurrible”; b) “porque aunque recurrible el daño causado es ya definitivo y la 

resolución definitiva, cualquiera sea, llega tardíamente”, como el caso de la 

privación de la libertad;  c) “porque el resultado de los recursos es confirmatorio 

del error y no superador del mismo”(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 168).-  

 Oportunidad en el planteamiento de la acción.- Algunas legislaciones como 

la Española prevén la terminación de la causa como requisito para iniciar la 

acción de responsabilidad, sin embargo Jorge Mosset,  dice que no es “preciso 

aguardar a la terminación de la causa, al fin del proceso; en particular cuando 

el daño ha sido causado durante su tramitación y las etapas siguientes no 

puedan traer una modificación de la situación. Empero, cuando esa posibilidad 

de reparar o superar el perjuicio aparezca como esperable, con algún margen 

de realidad, obrará sensatamente quien aguarde a la terminación de la causa. 

Sin embargo se ha argumentado dice el autor citado “que aunque sea cierto 

que durante el proceso a quo no se pueda remediar el daño, permitir el 

ejercicio de la acción antes de la terminación del asunto supondría que por este 

medio se podría influir notoriamente en el ánimo del juez a la hora de decidir la 

causa principal”.-  

En el Ecuador, el artículo 32 inciso cinco,  respecto del error judicial, prevé 

“que éstas reclamaciones prescribirán en el plazo de cuatro años, contados 

desde que se realizó el último acto violatorio del derecho del perjudicado”, es 

decir, tampoco exige que se agote todos los recursos para que proceda la 

acción de responsabilidad por error judicial.- 
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1.6.-EL RECURSO DE REVISION RESPECTO DE SENTENCIA FIRME.- El 

recurso de revisión, según Ibáñez Frocham, citado por Mosset Iturraspe, 

“tiende a mostrar un error del tribunal, producido en una resolución judicial,…es 

un acto de impugnación de resoluciones judiciales”. “Entre la acción y el 

recurso existe la relación de la parte al todo. El recurso no inicia ningún juicio o 

proceso. .- 

El recurso de Revisión “es un recurso excepcional, verdaderamente 

extraordinario, que tiende a paliar injusticias notorias y que aparece justiciado 

por los valores en juego dentro del proceso penal.  Lo particular de este medio 

impugnativo es  que procede en contra de sentencias firmes, pasadas en 

autoridad de cosa juzgada, para hacer cesar los efectos de éstas”. 

Para Jorge Mosset Iturraspe, la revisión o remoción, a través de un proceso 

que tenga esa exclusiva finalidad y que sea previo y distinto al proceso de 

responsabilidad civil, no es una solución uniforme en el Derecho Comparado. 

Un sector de la doctrina sostiene que al Estado no le alcanza la cosa juzgada, 

porque no ha sido parte; otro sector, afirma que “la relación procesal se traba 

con el órgano del Estado y no con el Juez, con su persona, de donde también 

al Estado le alcanza la cosa juzgada”. En Italia, el proceso de revisión de la 

cosa juzgada no aparece. En España, la nueva Ley Orgánica del Poder judicial 

exige como presupuestos, la utilización de los recursos contra la resolución 

dañosa y la firmeza de la resolución definitiva del proceso. El Art. 413 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial dice: “  En ningún caso la sentencia pronunciada 

en el juicio de responsabilidad civil, alterará la resolución firme recaída en el 

proceso”.- Al decir del autor citado, a) la cosa juzgada no impide el juicio de 

responsabilidad,  no hay que removerla; b) la sentencia en ese segundo juicio, 

de responsabilidad, no altera la cosa juzgada recaída en el primero, el del error 

judicial.  

Mosset Iturraspe, gráfica de la siguiente manera, el juicio de responsabilidad 

judicial con relación a la cosa juzgada: “Para que quede aún más claro: el 

ganador en el juicio fallado por error no pasa a ser perdedor; mantiene su 

triunfo, y quien perdió la litis no pasa ahora a ganarla. Semejantes decisiones sí 

alterarían la cosa juzgada…-” Ocurre,.. que el perdidoso injustamente es 

compensado de las consecuencias de esa derrota que no debió ser, sea 

por el Juez, sea por el Estado. Y la situación de la otra parte se mantiene 

inalterada”.- Gianturco,  citado por Mosset Iturraspe, expresa  que “si el 

pronunciamiento de la condena es revocado –no aclara si en el ámbito 

civil o penal- por ser infundado, ello no significa sólo que la condena es 

ilegítima desde su revocación en adelante, sino que era ilegítima su 

existencia anterior. La sentencia revisora…elimina del mundo jurídico un 

juicio erróneo, pero no puede declarar inexistente lo que en realidad 

existió.- ”En el Brasil, -aún sin ley expresa- de una acción directa de la víctima 

del error judicial, sin requerir la previa “rescisión” o anulación de la cosa 

juzgada, la “indemnización” se ha dicho por una fuerte corriente doctrinaria –

prescinde de la previa “rescindibilidad” de la sentencia, conformándose con una 
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“revisión”, a través del juicio de responsabilidad y no fuera del mismo; “el error 

evidente es suficiente causa de revisión” de la sentencia”.- (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, págs. 173-178).- . 

Continua el autor citado, y explica que algunas legislaciones prevén al recurso 

de revisión ya sea como acción o como recurso, como la vía adecuada para 

reclamar por los errores  judiciales, lo que a su criterio no es adecuado, porque 

el objetivo perseguido con la revisión es la anulación de la decisión impugnada 

y, sólo accesoriamente, la reparación de los daños. 

Es necesario terminar con la confusión entre “responsabilidad” y 

“recursos”, “no de los recursos contra la resolución errónea, que deben 

agotarse, al menos como regla, sino denominar recurso al trámite de 

revisión hacia la responsabilidad o con motivo de la responsabilidad civil. 

Al condenado penalmente se lo declara “inocente”, dejando sin efecto la 

sentencia anterior y, además se lo indemniza. Al condenado civilmente se 

le mantiene la condena pero se le reparan los daños materiales y 

morales”. Con o sin ley expresa su procedencia, se refiere a la 

responsabilidad judicial,  con base en una acción autónoma o distinta del 

proceso anterior, es innegable”. (MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 183) 

En el Ecuador, a través el Recurso de Casación también se persigue revocar 

el fallo de instancia que ha pasado por autoridad de cosa juzgada material.- 

(ANDRADE UBIDIA, 2005, pág. 39), requisito que la Constitución de la 

República prevé para la declaración de responsabilidad del Estado en el caso 

de una pena impuesta (inciso final del Art. 11 No. 9), y no únicamente a través 

de un recurso de revisión previsto en el Art. 416 del Código de Procedimiento 

Penal Ecuatoriano, que revoca y reforma la sentencia recurrida y ordena una 

indemnización a favor del injustamente condenado.-  

 

     CAPITULO 2 

     

2.1.-LA ACCION POR RESPONSABILIDAD CIVIL ES AUTONOMA? 

 

El autor a quien sigo,  dice que en “las legislaciones de Europa y América se 

hace evidente que hay una tendencia fuerte y sostenida a dejar de lado los 

planteos de rescisión, revisión o nulidad para consagrar una acción directa, 

autónoma, distinta, que importa tanto como “volver a ver la sentencia”, 

equivocada, pero no para quitarle sus efectos sino para compensar los 

perjuicios sufridos por uno de los litigantes, con lo cual “se disipa” o atenúa 

el tema “tabú de la cosa juzgada”.-  

 

Es una acción autónoma, porque, según Peyrano y Chiappini citados por 

Mosset Iturraspe, insisten que “el ejercicio de la pretensión nulificatoria de 

la sentencia firme, abre una instancia principal y autónoma”. El objetivo de 

esta nueva acción es poner “de resalto el error del acto judicial”, no es una 

“cuestión de naturaleza incidental y, por lo tanto, accesoria. Sino de una 
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instancia principal, “distinta de aquella otra que culminó con el 

pronunciamiento” que se considera viciado o en la cual se cometió el error que 

ahora se imputa”.- (MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 186).-  

 

Competencia para conocer la acción autónoma.- Son diferentes las 

alternativas que se han dado: 

1) La intervención en instancia original y única de la Corte Suprema o 

Tribunal Superior de cada Provincial (esto en el Estado Federal de 

Argentina) que son los que conocen los recursos extraordinarios o de 

casación y el de revisión.- Esta solución “la aconsejan en las 

reglamentaciones de los recursos de revisión”. Se critica en el sentido de 

que al ser la acción indemnizatoria una autónoma se le da “el carácter 

de un mero recurso extraordinario o de casación”. Porque además “deja 

de lado las dos instancias, …y saca a la cuestión de sus jueces 

naturales, entendiendo por tales a los del fuero propio de una acción 

resarcitoria” 

2) “La intervención del juez en torno de la primera instancia del fuero que 

correspondiere”.- Jorge Mosset, nos dice que esta es la vía adecuada 

“que se compadece con la índole autónoma de la acción, con su objeto 

propio”.- Esta solución es la consagrada en la Provincia de Santa Fe de 

Argentina. 

3) “La intervención del mismo juez que cometió el error, con base en los 

principios de indemnización y economía procesal”.- Esta ha sido 

cuestionada ya que de por medio está el “obrar del propio juez, su 

acierto o error y, por lo normal, el juez autor del yerro dañoso será el 

demandado o el codemandado 

En el Ecuador, contamos con una Acción Autónoma, y  la misma que se 

propone con el objetivo de alcanzar tanto la responsabilidad del Estado por 

error judicial, cuanto para obtener la indemnización por los daños y perjuicios y 

el daño moral a causa de ese error, siendo el competente para conocer de 

éstas acciones la Juez o Jueza de lo Contencioso Administrativo de su 

domicilio.- (Art. 32 del Código Orgánico de la Función Judicial).- La norma en 

referencia esta en relación con el Art. 217, No. 9 del mismo cuerpo de leyes 

citado, que fija las atribuciones y deberes de las Juezas y Jueces de lo 

Contencioso Administrativo.4.- La norma referida aclara aún más la autonomía 

de la acción por error judicial, porque destaca que ésta está vigente sin 

perjuicio de lo establecido en el Código de Procedimiento Penal.- Esta última 

parte hace referencia al  Recurso de Revisión que tiene por objeto revisar, 

                                                 
4
 Art. 217.- ATRIBUCIONES Y DEBERES.- Corresponde a las juezas y jueces que integren las salas de 

lo contencioso administrativo: 9.- Conocer y resolver las acciones propuestas contra el Estado en las que 

se reclame la reparación de los daños y perjuicios causados por error judicial, retardo injustificado o 

inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por violaciones 

de los principios y reglas del debido proceso, sin perjuicio de lo establecido en el Código de 

Procedimiento Penal. 
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revocar o reformar la sentencia recurrida e indemnizar al injustamente 

condenado (Art. 416 del C. P. Penal), es decir son dos acciones diferentes.  

El trámite.- Jorge Mosset Iturralde considera que por la “seriedad e 

implicaciones del tema debatido”, debería darse a la causa el trámite del juicio 

ordinario, por ser “la forma procesal de más amplia y plena cognición”, 

pudiendo ser objeto de todos los recursos que legalmente le correspondan. 

En el Ecuador.- El trámite de la causa es el previsto en la Ley de lo 

Contencioso administrativa, con las modificaciones constantes en el Código 

Orgánico de la Función Judicial. Esas modificaciones hacen relación a la 

legitimación pasiva que será el Presidente o Presidenta del Consejo de la 

Judicatura, ello antes de la reformas al Código Orgánico de la Función Judicial 

pues la referida autoridad era su representante legal, sin embargo a partir de 

las reformas que entran en vigencia el 13 de julio del 2011 (R. O. No. 490) el 

representante legal, judicial y extrajudicial de la Función Judicial es la Directora 

o Director General del Consejo de la Judicatura, sin embargo por no haber 

sufrido reforma alguna el Art. 32 del referido Código, es mejor también citar a 

su Presidente.- El trámite contencioso administrativo es un proceso de 

conocimiento, en el cual se declara un derecho.-  

La prescripción.-  

El art. 32 inciso quinto del Código Orgánico de la Función Judicial del Ecuador, 

determina el plazo a partir del cual se empieza a contar el tiempo que limita la 

acción, y que es el plazo de cuatro años contados desde que se realizó el 

último acto violatorio del derecho del perjudicado.- Acogiendo la opinión de 

Jorge Mosset, no necesariamente debe agotarse los recursos para llegar a una 

sentencia firme o definitiva, sino se  podría ejercitar la acción de una 

providencia del procedimiento o trámite que sea acusada de error, es decir 

antes de llegar al final .-  

La prueba.- Mosset nos dice que” la carga de la prueba pesa sobre quien 

invoca la existencia de un error y de un daño irrogado por su causa, sin 

perjuicio del deber de colaboración, nacido de la buena fe procesal, que le 

compete a ambas partes en la búsqueda de la verdad, cuya desatención puede 

ser meritada, como una presunción grave, en la sentencia.- 

 La transmisibilidad.- El mismo autor a quien seguimos, nos dice que por 

tratarse de una acción de contenido patrimonial, puede ser continuada en caso 

de fallecimiento del actor, por sus herederos forzosos. Si el daño reclamado 

fuera “moral”, la acción por indemnización “solo competerá al damnificado 

directo”; pero una vez iniciada por la víctima puede ser proseguida, en caso de 

muerte, por sus herederos. 

En el Ecuador, el Art. 32 del Código Orgánico de la Función Judicial determina 

como legitimados activos a los causahabientes del perjudicado. 

 

Las partes en la acción de responsabilidad civil por error judicial y la 

condena a dictarse en cada caso. 
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La doctrina, nos plantea tres hipótesis: 

a) Si la demanda debe dirigirse de manera necesaria o facultativa contra el 

funcionario-juez y el Estado. Si es viable una acción intentada sólo 

contra el funcionario o sólo contra el Estado, se da en los casos de la 

responsabilidad concurrente o conexa, como obligación solidaria 

imperfecta o in solidum. 

En éste caso, la demanda deberá dirigirse contra uno de los obligados o 

contra ambos a elección de la víctima. “Empero la doble responsabilidad 

hace conveniente, aunque no forzosa, la presencia de ambos en el proceso” 

“La ejecución se concretará,… contra uno de ellos.- En los países en donde 

plantean la responsabilidad directa y exclusiva del funcionario-juez, la 

acción será en contra del funcionario, tales como España, Perú, Chile.- En 

otros casos la responsabilidad se dirige al Estado exclusivamente por las 

consecuencias de su “falta de servicio”. Si la indemnización paga el 

Estado, éste puede luego repetir contra el funcionario-juez y no en contra de 

quienes dirijan o administren las personas jurídicas, integrantes de sus 

órganos. “si solo se demandó a uno solo de los responsables..,  la sentencia 

tiene efecto sólo frente a él y no frente al Estado. Si el actor quisiera hacer 

valer la responsabilidad del Estado debe promover un nuevo proceso.  

b) Una segunda hipótesis “cuando el juez- funcionario actúa con dolo o 

culpa fuera del ejercicio objetivo de su función, no habiendo sido ésta la 

causa de la producción del año sino una mera circunstancia incidental. 

El funcionario no actúa…como órgano del Estado y de ahí que la 

responsabilidad sea sólo suya, de manera exclusiva”. En este caso la 

demanda se propondrá solo en contra del funcionario-juez no en contra 

del Estado.  

c) “si la actuación dañosa dimanare de un cumplimiento regular de sus 

obligaciones legales, inculpable a mérito de un error excusable, que 

tiene la virtualidad de borrar la ilicitud, el deber de indemnizar será 

exclusivo del Estado”.-  

En los casos b) y c), “existiendo un responsable único,…debiera haber un 

demandado único”. 

En los casos b y c, “la sentencia condenará al juez que actuó “fuera del 

ejercicio objetivo de su función” y absolverá al Estado; o bien al Estado 

como obligado por el acto lícito y absolverá al funcionario-juez.- En ambos 

casos la acumulación eventual habrá producido sus efectos”(MOSSET 

ITURRASPE, 2005, págs. 183-195) 

Como plantear la Acción.-Sin embargo lo que el actor no sabe, es si la falta 

es del servicio o del funcionario? O Qué seguridades tiene de qué la 

responsabilidad es directa del Estado o indirecta (subsidiaria) a través del 

funcionario? Ante esta situación Couture citado por Mosset Iturraspe, dice que 

el actor al no poder despejar éstas situaciones, le conducirán a plantear “una 
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acumulación de demandada”, ello significa “que se acumulan en una misma 

demanda dos o más pretensiones, una como subsidiaria de la otra y el proceso 

funciona, como dice la doctrina, in eventum” 

Otro asunto a resaltar es de que si debe demandarse a todos los magistrados 

que votaron a favor de la resolución reputada dañosa, al respecto Diez Picazo 

citado por Mosset Iturraspe, resalta “que el litisconsorcio pasivo necesario 

derivaría, lógicamente de dictar sentencia sólo respecto de uno de algunos de 

los posibles afectados” .- (MOSSET ITURRASPE, 2005, págs. 192-193) 

 

2.2.- En el caso del Ecuador.- Acción Directa contra el Estado y regresiva 

en contra del Juez-Funcionario.-, La acción por error judicial, retardo 

injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la 

tutela judicial efectiva y por violaciones de los principios y reglas del debido 

proceso, es directa contra el Estado, y el legitimado pasivo es la Presidenta o 

Presidente del Consejo de la Judicatura y su representante legal el Director/a 

General del Consejo de la Judicatura, sin embargo para efectos de repetición 

de lo pagado, el Consejo de la Judicatura pedirá al juzgado de la causa que se 

cuente como partes procesales con las servidoras o servidores que hayan 

intervenido en los actos que se alegan fueron violatorios de los derechos del 

perjudicado.- El Estado, ejercerá la acción de repetición de lo pagado por el 

Estado en contra del funcionario-juez, quien debe demostrar en éste proceso, 

que los actos que originaron los perjuicios no se debieron a dolo o negligencia 

suya,  sino al caso fortuito o fuerza mayor.-Porque si el error judicial “no se 

debe a dolo o negligencia”, se borraría la ilicitud de la actuación del Juez, 

sin hacer desaparecer el perjuicio, situación por la cual responde el 

Estado pese a la licitud, y si el perjuicio se debe “a dolo o negligencia del 

funcionario-Juez”, igual paga el Estado, pero el funcionario-Juez debe 

reembolsar lo pagado por el Estado.  (MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 

197) 

De la lectura de los artículos 32 y 33 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, pareciera en un primer momento que se tratara de dos procesos de 

conocimiento ante los Jueces de lo Contencioso administrativo, el uno, con el 

propósito de declarar la responsabilidad del Estado y la condena de los daños y 

perjuicios, y el otro, la acción de repetición de lo pagado por el Estado (utiliza 

una expresión en pasado), con el objetivo de que el funcionario-juez que no 

demuestre que su error,  se debe a fuerza mayor o caso fortuito, reembolse lo 

que el Estado ha pagado. Y ésta lectura la aprecio así, por el empleo de los 

términos que usa la ley, pues se refiere a la “repetición de lo pagado por el 

Estado”, es decir, se supone que el Estado ya pagó, para que en forma 

inmediata ejercite el derecho de repetición.- Sin embargo de la lectura del 

tercer apartado del Art.33 del referido Código, se esclarece que se trata de un 

sólo juicio de conocimiento, porque textualmente dice: “Si en la sentencia 

ejecutoriada se declara que las servidoras  o los servidores no han justificado 

su conducta, se dispondrá que el Estado pague la indemnización por daños y 
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perjuicios y por daño moral” (utiliza una expresión en presente), lo que está en 

relación directa con la presentación de demanda, que se la debe plantear con 

el objetivo de que se declare tanto la responsabilidad por error judicial, y cuanto 

el pago de la indemnización de los daños y perjuicios y la reparación de daño 

moral, conforme se desprende del segundo apartado del art. 32 del Código 

Orgánico de la Función Judicial.- De tal manera que posterior a ésta sentencia, 

y en forma inmediata el Consejo de la Judicatura inicia el procedimiento 

coactivo contra las servidoras o los servidores responsables para el reembolso 

de lo que el Estado deba pagar al perjudicado.- En el caso Ecuatoriano, el 

punto de partida para el ejercicio del procedimiento coactivo, es lo pagado por 

el Estado a la víctima del error judicial,-   

En la doctrina, encontramos, que son dos las acciones, por un lado la que 

declara la responsabilidad del Estado y el pago de la indemnización y por otra 

la “acción de regreso o recursoria”, destacando al respecto Jorge Mosset 

Iturraspe: “debemos atender al hecho que habilita al ejercicio de la acción, que 

no es otro que el pago por el Estado a la víctima del error judicial, “pues el pago 

de la indemnización es el presupuesto de la acción recursoria”(MOSSET 

ITURRASPE, 2005, pág. 211).- 

En la práctica ecuatoriana, así se está planteando las demandas, en contra 

del Presidente del Consejo de la Judicatura, quien antes de la reforma al 

referido Código, era el representante legal, judicial y extrajudicial de la Función 

Judicial, sin embargo a raíz de la reforma al Código, publicada en el R. O. 490 

de 13 de julio del 2011, su representante Legal, judicial y extrajudicial de la 

Función Judicial es la Directora o el Director General, por lo que al no haber 

sufrido reforma el Art. 32 del Código Orgánico de la Función Judicial en lo que 

respecto al legitimado pasivo de la acciones de responsabilidad judicial, 

considero que debe dirigirse la demanda tanto en contra del Presidente del 

Consejo de la Judicatura cuanto en contra de su Director General, y en caso de 

que el demandado no solicite al Juez de lo Contencioso administrativo se 

cuente como partes procesales con las servidoras y servidores que hayan 

intervenido en los actos que se alegan fueron violatorios, el actor estará atento, 

a fin de que se cite a éste funcionario juez, quien debe ejercer su derecho 

constitucional a la defensa, y así evitar posibles nulidades procesales y  el 

retardo en su búsqueda por la justicia.-  

 

 

2.3.-PERJUICIOS DERIVADOS DE RELACION ENTRE LA CAUSA <EL 

HECHO DEL AGENTE> Y EL PERJUICIO COMO EFECTO.- 

“El error en un acto judicial, que va desde una medida cautelar a un sentencia, 

en una causa patrimonial o extrapatrimonial, puede ser el origen de daños”.- En 

el resarcimiento del daño tiene cabida tanto el daño patrimonial y el daño 

moral.- “El daño patrimonial es una modificación disvaliosa del patrimonio que 

se traduce antes del hecho, como consecuencia de éste y económicamente 

perjudicial. Del mismo modo, el daño moral es una modificación disvaliosa del 
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espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer, o sentir, 

que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquel en que se 

encontraba antes del hecho, como consecuencia de éste y anímicamente 

perjudicial”-  

Origen de la Causa.- “La causa puede provenir de un único autor; sin que 

otros hechos concurran, sin que nada pueda atribuirse e imputarse a tercero o 

a la propia víctima”, es decir, el error es cometido por el Juez.- También el error 

puede nacer de causas distintas o bien de causas múltiples, como de un 

tercero, como el caso de la contraparte en el proceso,” que actuando con dolo 

haya inducido al juez en error", también puede ser el caso de un Perito; y por 

último, “el daño reconoce como causa el hecho de la propia víctima, en cuyas 

manos estuvo superar ese error, recurriendo, por vía de ejemplo a las 

instancias superiores.”(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 203).-  

“Tanto Jueces inferiores y jueces de segunda o última instancia, deben 

responder de sus yerros”, sin embargo la previsibilidad de las 

consecuencias….prevé que las instancias superiores revisen y corrijan las 

decisiones de quienes integren las instancias inferiores”  

Cuando las causas son concurrentes, con base en las acciones de la 

contraparte y del juez, “puede muy bien ocurrir que el actuar imprudente de uno 

se sume al negligente del otro para de este modo coadyuvar a producir el 

resultado perjudicial, o cuando las irregularidades son aportadas por un tercero, 

como un auxiliar  de la justicia y el propio juez, cuando la concurrencia 

reconoce como autores al juez y a la parte que resulta víctima, en estos casos, 

dice Mosset Iturraspe “el juzgador de la causa o proceso sobre indemnización 

deberá graduar la eficiencia causal de los hechos que confluyen y, sobre esa 

base, repartir el deber de resarcir o compensarlo cuando se trata del acto de la 

propia víctima”.-  

Reparación por daños causas por hechos lícitos e ilícitos.- “El principio es 

el resarcimiento pleno o integral de todos los daños causados, tanto para los  

ilícitos  dolosos o delitos civiles como para los culposos y cuasidelitos civiles”, 

sin embargo “tratándose de un delito culposo el Juez puede moderar la cuantía 

del resarcimiento en atención a las circunstancias del caso”, y la indemnización 

a cargo del Estado, nacida de hechos lícitos pero dañosos que quiebran el 

principio de igualdad, como es el caso de los errores judiciales excusables, 

es una “de equidad”, con ella no se busca una reparación plena o integral sino 

una razonable compensación para el perjudicado”.- (MOSSET ITURRASPE, 

2005, pág. 206) 

En el Ecuador, la reparación por error judicial incluye el daño moral, de 

estimarse que se tenga derecho a ello (Art. 32 inciso 2 del Código Orgánico de 

la Función Judicial).-  

 

2.3.1.- Daño Antijurídico.- El Art. 11.9 de la Constitución prevé el derecho de 

repetición en contra de las personas responsables del daño producido, sin 

perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativa. Sin 
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embargo no nos explica que tipo de daño debe darse. Por lo que hemos de 

entender que la responsabilidad del Estado por error judicial se configura 

bastando que se produzca un daño.- Sin embargo otras legislaciones como la  

Colombiana, consideran que “el daño tiene que ser antijurídico, o sea causado 

por el comportamiento irregular de la administración (irregularidad o falla que 

se pude dar por acción u omisión) o por una conducta que, aunque regular, sea 

lesiva del principio constitucional de la igualdad frente a las cargas públicas, 

derivación del principio general de la igualdad ante la Ley”  (LOPEZ MORALES, 

2007, pág. 185).- 

Otros autores como Javier Tamayo Jaramillo, dice que el “daño es 

indemnizable cuando en forma ilícita es causado por alguien diferente de la 

víctima”.- (TAMAYO JARAMILLO, TRATADO DE RESPONSABILIDAD CIVIL. 

Tomo II, 2007, pág. 247) 

Para Jorge Mosset Iturraspe, considera al daño “en sí mismo”, como “un hecho 

contrario a Derecho, injusto. Todo aquel que causa un daño está obligado a la 

reparación. Esa es la regla. Y es así porque el daño implica un desorden, un 

desequilibrio, un entuerto. La excepción está dada por las conductas dañosas 

conformes a Derecho; por ser el. ejercicio de una facultad reconocida o el 

cumplimiento de un deber.- Dañosidad y antijuridicidad eran presupuestos que 

se confundían en el Derecho Romano y así ocurre todavía en algunas 

legislaciones” (MOSSET ITURRASPE, 1979, pág. 22) 

 

Partiendo del fundamento de que la responsabilidad del Estado es el mismo, 

cualquiera que sea el órgano público (legislativo, ejecutivo, o judicial) causante 

del daño al administrado, es importante abordar ciertos conceptos que deben 

presentarse para la indemnización por la responsabilidad del Estado. 

 

2.3.1.1.- El Daño debe ser cierto.- “El daño es cierto cuando a los ojos del 

juez aparece con evidencia que la acción lesiva del agente ha producido o 

producirá una disminución patrimonial o moral en el demandante”.- (TAMAYO 

JARAMILLO, TRATADO DE RESPONSABILIDAD CIVIL. Tomo II, 2007, pág. 

339).-  Según el doctrinario Tamayo Jaramillo, el daño futuro es cierto e 

indemnizable cuando se tiene como virtual, en el sentido de que el daño “muy 

seguramente se producirá”, más no será indemnizable si el daño es meramente 

hipotético o eventual. 

El perjuicio debe ser personal.- Solo la victima del daño o sus herederos, 

tiene derecho a demandar su reparación, así lo prevé el Art. 32 del Código 

Orgánico de la Función Judicial.- Según Tamayo Jaramillo, “ello se desprende 

del principio según el cual nadie puede enriquecerse a costa ajena, ni mucho 

menos pedir indemnización de un daño que no ha sufrido” (TAMAYO 

JARAMILLO, TRATADO DE RESPONSABILIDAD CIVIL. Tomo II, 2007, pág. 

425).-  

El tratadista citado, dice que “el daño es indemnizable, cuando, además de 

cierto y personal, éste recae sobre un beneficio licito o interés legitimo que 



23 

 

la ley no prohíbe disfrutar y que por lo mismo debía respetar el responsable, 

a pesar de que la víctima no tuviera un derecho real y personal sobre el bien 

dañado….Si no  le estaba prohibido recibir ese lucro, o disfrutar cualquiera otro 

bien patrimonial o extrapatrimonial, entonces la obligación general de prudencia 

impone a todos el deber de no dañar ese beneficio lícito. El que lo haga, debe 

indemnizar el daño”. (TAMAYO JARAMILLO, TRATADO DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL. Tomo II, 2007, págs. 446-447).-  

 

2.3.1.2.- El error judicial y la antijuricidad del daño.-  Como habíamos 

indicado nuestra Constitución se enmarca dentro de la Responsabilidad 

Objetiva, es decir la “responsabilidad que ya no debía centrarse en la conducta 

del responsable, o en el juzgamiento de su actuación, sino en la víctima y en el 

daño sufrido por ésta” (BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 97). El mismo autor 

citando jurisprudencia del Consejo de Estado Colombiano, dice: “También es 

característica contemporánea a que se prescinda de los conceptos de licitud e 

ilicitud, culpa o dolo y, en fin de cualquier elemento subjetivo de los que 

sirvieron de fundamento pretérito al concepto de responsabilidad 

administrativa; actualmente ésta tiene su razón de ser en la lesión que los 

particulares sufran en sus derechos, aún con prescindencia de que la acción 

originaria del daño se hubiere ejercido legalmente por el ente público”.- Como 

se había indicado en la legislación colombiana el daño tiene que ser 

antijurídico, considerado según Bermúdez Muñoz,  como “todo ataque a uno de 

los derechos”. “El juicio definitivo sobre la jurisdicidad o antijuridicidad de una 

acción depende, empero, de la existencia o inexistencia de una causa de 

justificación” (BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 109).-  

Según Bermúdez, el “Daño .. es antijurídico no sólo cuando la administración 

actúa en forma irregular o culposa (forma obvia de antijuricidad) sino también 

cuando esa actuación, pese a ser lícita o ajustada a la ley, lesiona a alguien 

que no tenía porqué soportar dicho daño” . El mismo autor citado, destaca lo 

expresado por la Asamblea Nacional Constituyente que “para que proceda la 

responsabilidad en cuestión, no basta con la mera relación de causalidad entre 

el daño y la acción de una autoridad pública sino que es necesario, además, 

que pueda atribuirse al órgano o Estado el deber jurídico de indemnizarlo”. Vale 

destacar lo expresado por García de Enterría citado por Bermúdez, que  en 

relación a la imputación dice: “en materia de responsabilidad civil, a diferencia 

de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último que se persigue no es 

tanto el de identificar a una persona como autora del hecho lesivo, sino el de 

localizar un patrimonio con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación 

del daño causado”.- 

El autor citado, en lo que se refiere al error judicial, dice que tanto la sentencia 

correcta como la errada, “hacen tránsito a la cosa juzgada, y es ininmutable 

independientemente de que ella aplique, o no, adecuadamente el derecho”.- 

(BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 124).- Además ha dicho que el Estado debe 

garantizar la ejecución de una providencia judicial y que no hay fundamento 
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legal para impedir su cumplimiento; lo cual no significa que “el daño que con 

ella se cause no pueda ser objeto de reparación..” 

 

2.3.1.3.- El daño que proviene de una providencia judicial.- 

El daño puede provenir de una providencia errada como de una que no 

contenga error, sin embargo “el particular no estaba en la obligación de 

soportarlo”.- Dice además Martín Bemúdez que “el daño en el campo de las 

providencias judiciales puede derivarse de dos fuentes”, y que “se impone 

también constatar que la mayor parte de las veces el título atributivo de 

responsabilidad será el error judicial, o lo que podremos llamar la APLICACIÓN 

INDEBIDA DE LA LEY”. 

 

2.3.2.- Obligación de soportar el daño.- Tratadistas como Bermúdez Muñoz 

sostienen que los particulares deberán soportar aquellos riesgos derivados de 

la especial naturaleza del servicio público de la administración de justicia, que 

no sean gravemente anormales, porque para que este sea considerado como 

antijurídico  o para que sea indemnizable éste debe ser anormal y revertir cierta 

gravedad, ya que solo en esos casos, “se puede afirmar que el particular ha 

soportado una carga excepcional, que debe pesar sobre toda la colectividad y 

no sólo en su patrimonio” 

 

2.3.3. ERROR EN LA PRISION PREVENTIVA.-  

Mosset Iturraspe destaca dos situaciones: 1) Una prisión basada en el error 

judicial, que hace padecer a la víctima del error “un detrimento lo 

suficientemente grave y anormal de acuerdo con las circunstancias del caso”; y 

2) Otra prisión,  también errónea que nace de dudas, sospechas, equivocidad, 

pero cuya excesiva prolongación en el tiempo la torna injusta, y fuente de daño 

indemnizable. (MOSSET ITURRASPE, EL ERROR JUDICIAL, 2005) 

Martín Bermúdez, destaca un extracto de una sentencia del Consejo de Estado 

Colombiano, que destaca tres casos en los cuales “se dispone que la detención 

preventiva decretada en un proceso penal, mediante sentencia absolutoria 

definitiva o su equivalente,  debe tenerse como injusta y por ende da lugar a 

indemnización de quien la sufrió, salvo en lo casos en que se la propia víctima 

la que la haya causado por su dolo o su culpa grave”, los tres casos son: “Que 

el particular haya sido detenido en forma preventiva y que haya resultado 

exonerado en virtud de que se demuestre que el hecho no existió, que él no lo 

cometió o que el hecho no era punible”.  

 

LA PRIVACION DE LA LIBERTAD DURANTE EL PROCESO PENAL: LA 

PRISION PREVENTIVA.-  

EN EL DERECHO INTERNACIONAL 

1) La Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de 

Costa Rica), ratificada por el Estado Ecuatoriano desde el 28 de diciembre de 

1977, establece que: “Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme 
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a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial” 

(Art. 10) 

Además las garantías del artículo 7.5 de la Convención están orientadas tanto 

a la revisión judicial de cualquier privación de la libertad, como al control del 

tiempo que una persona permanece detenida o encarcelada. La revisión 

judicial es el mecanismo de control idóneo para evitar detenciones arbitrarias e 

ilegales. Los objetivos de la presentación ante un juez u otra autoridad judicial 

son: evaluar si hay razones jurídicas suficientes para el arresto y si se 

requiere la detención antes del juicio, salvaguardar el bienestar del detenido 

y evitar la violación de los derechos fundamentales del detenido; 

 

2) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas 

que dispone: “Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido 

ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse 

producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un 

error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal 

sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley….”(Art. 14.6) 

 

PRISION PREVENTIVA ERRONEA O INJUSTA PRIVACION DE LA 

LIBERTAD 

Bidard Campos, citado por Mosset Iturraspe, dice que “la prisión preventiva, la 

privación de la libertad durante el proceso penal es, en principio, legítima, 

porque conduce a posibilitar la indagación de la verdad en orden al presunto 

delito y su autoría. La defensa social y el fundamento mismo del enjuiciamiento 

penal consiente, dentro de dimensiones razonables y según la naturaleza del 

caso y del ilícito penal, las formas que, bajo nombres diversos, implican 

privación provisional de la libertad del imputado procesado” (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, pág. 71) 

El Juez Parella citado por Mosset Iturraspe ha diferenciado entre el 

imputado absuelto por inocente, luego de sufrir la prisión preventiva; y el 

imputado absuelto por “falta de mérito” o de pruebas o por el beneficio de 

la duda. Coincidiendo el Juez Parella con Mosset Iturraspe consideran 

que “el derecho indemnizatorio no pertenece a quien es absuelto por una 

duda o falta de pruebas”. “Que la presunción de inocencia es suficiente 

para fundar el derecho a la libertad pero no el de indemnización a cargo 

del Estado” (MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 72).-  

Por su parte el Consejo de Estado Colombiano, expresa sobre el tema, “que no 

tiene ninguna incidencia de si en la providencia que ordenó la privación de la 

libertad hubo o no error judicial”, porque es un tipo de responsabilidad 

objetiva que no requiere la existencia de la falla del servicio.-  Ya había 

indicado, que en Colombia tres son los casos por los cuales se ordena la 

indemnización con la SOLA EXISTENCIA DEL DAÑO y la CONSTATACION 

DE ESTOS: Que el particular haya sido detenido en forma preventiva y que 
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haya resultado exonerado en virtud de que se demuestre que el hecho no 

existió, que él no lo cometió,  o que el hecho no era punible.- En los demás 

casos “la responsabilidad estatal no se deducirá entonces en forma automática 

de la revocatoria de la detención preventiva impuesta, pues como también lo ha 

dicho la Sala, cuando no haya  nada que evidencie ilegalidad de la retención y 

existan motivos que la justifiquen ella es una carga que deben soportar los 

ciudadanos” (BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 170) 

 En conclusión, en Colombia, con la salvedad de los tres casos antes 

expuestos, se debe demostrar que la detención preventiva que se ha dispuesto 

fue INJUSTA, y que habiéndose producido la detención preventiva por una 

providencia judicial, la fuente de la responsabilidad no será otra que el error 

jurisdiccional. Porque la medida de la detención, puede ser plausible y legal, 

por lo que en “UNA INVESTIGACION DE UN DELITO, CUANDO MEDIEN 

INDICIOS SERIOS CONTRA LA PERSONA SINDICADA, ES UNA CARGA 

QUE TODAS LAS PERSONAS DEBEN SOPORTAR POR IGUAL” 

(BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, págs. 170-171) 

INDEMNIZACION POR PRISION PREVENTIVA EN EL DERECHO 

COMPARADO.-El autor a quien citamos destaca que tanto “la doctrina nacional 

como comparada, se viene interrogando acerca de si la responsabilidad por el 

error cometido en una sentencia penal comprende…los daños originados en 

una decisión sobre prisión preventiva de un reo o encausado que, finalmente, 

es reconocido como inocente en una sentencia absolutoria”.- (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, pág. 70) 

En Argentina, según Jorge Mosset Iturraspe, para la procedencia de la 

indemnización en el caso de que la prisión sea dejada de lado, se requiere: 

1) que la injusta resolución sobre prisión preventiva haya sido dejado de lado, 

sin efecto, por la autoridad judicial con competencia para revisarla; y 2) que la 

conducta del magistrado que la dispuso haya merecido un reproche o se haya 

señalado su error.- 

Para Mosset Iturraspe, “si se declara al procesado inocente, con 

reconocimiento implícito o explícito del error, procede la indemnización; si se lo 

juzga seudoinocente, falta de mérito, beneficio de la duda, habrá que analizar 

el tiempo de detención, su excesiva prolongación posibilitará la indemnización” 

(MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 74) 

En España, “tienen derecho a ser indemnizados quienes, después de haber 

sufrido prisión preventiva, hayan sido absueltos por inexistencia del hecho 

imputado o por esta misma causa haya sido dictado auto de sobreseimiento 

libre” de donde resulta según Mosset Iturraspe “que no tiene derecho a 

indemnización todos aquellos casos en que la injusticia de la prisión preventiva 

derive de la existencia de una causa distinta: falta de participación en el delito o 

la mayor duración de la prisión preventiva.” (MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 

75).-  
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2.4.- En el Ecuador, existe además la acción por Responsabilidad 

Personal de los Jueces, fiscales y defensoras y defensores públicos.- 

Serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 

negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley, cuya 

indemnización se buscará a través de una acción en su contra, y ante la Juez o 

Juez de lo Civil del domicilio de la parte demandada por la vía verbal sumaria y 

la acción prescribirá en 4 años desde que se consumó el daño. (Art. 34 del 

Código Orgánico de la Función Judicial).-  

 

2.5.- LA RESPONSABILIDAD JUDICIAL DEL ESTADO EN 
PARAGUAY, CHILE, ARGENTINA Y COLOMBIA.-  
PARAGUAY.-  
De la  Constitución de la República de Paraguay , promulgada el 20 de junio de 

1992, se destaca el Art. 17 “De los Derechos Procesales.- En el proceso 

penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda 
persona tiene derecho a: No. 11.- la indemnización por el Estado en caso 
de condena por error judicial.- Además se cuenta con las siguientes base 

constitucionales:Art. 39.- De Derecho a la Indemnización justa y 

adecuada.- Toda persona tiene derecho a ser indemnizada justa y 
adecuadamente por los daños y perjuicios de que fuere objeto por parte 

del Estado. La ley reglamentará este derecho”, y Art. 106.- “De la 

responsabilidad del funcionario y del empleado público.- Ningún 
funcionario o empleado público está exento de responsabilidad. En los 
casos de transgresiones, delitos o faltas que cometiesen en el 
desempeño de sus funciones, son personalmente responsables, sin 
perjuicio de la responsabilidad subsidiaria del Estado, con derecho de 
éste a repetir de apego de lo que llegase a abandonar en  tal concepto”.- 
Como se desprende de la lectura de la norma, la indemnización por error 
judicial no solo se origina  de la pena o sanción en el proceso penal, sino de 
cualquier otro  proceso del que pudiera derivarse pena o sanción, es decir el 
error judicial se restringe únicamente a materia sancionatoria. Cuando exista 
dolo o culpa, la responsabilidad de los funcionarios públicos es personal y 
directa, sin perjuicio de la responsabilidad indirecta o subsidiaria del Estado, 
que ante el evento de pagar la indemnización, tiene derecho a la repetición de 
pago en contra del funcionario público,  
Por otra parte, del Art. 39, se desprende que la responsabilidad subsidiaria del 
Estado es subjetiva, pues requiere la prueba de la “culpa o dolo” sin perjuicio 
del derecho que le asiste al Estado de repetir contra el juez lo pagado.- 
Pucheta Ortega citado por Mosset Iturraspe, señala que “la acción debe 
dirigirse contra el Juez y contra el Estado, que tiene una responsabilidad 
subsidiaria en caso de insolvencia del magistrado y resulta necesario provocar 
un acto administrativo, mediante una petición al Ejecutivo, que será pasible de 
la acción contencioso administrativa correspondiente”.-  
CHILE.-  
El Art. 79 de la Constitución de Chile del 2005. dice: “Los jueces son 
personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de observancia 
en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y 
torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que 
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incurran en el desempeño de sus funciones. – Tratándose de los miembros de 
la Corte Suprema, la ley determinará los casos y el modo de hacer efectiva 
esta responsabilidad”.-  
Al respecto Chaigneau del Campo, citado por Mosset Iturraspe, expresa “Sin 
embargo, con el objeto de evitar que los magistrados de la administración de 
justicia se vean molestados constantemente con las actuaciones de litigantes 
descontentos con sus decisiones como funcionarios, el legislador ideó un 
mecanismo que tiende a evitar la proliferación de procedimientos. A él se le 
conoce como la garantía de resguardo legal de la actividad judicial. Con la 
finalidad señalada se debe hacer un examen de admisibilidad de la petición 
planteada contra el juez. El artículo 328 del Código Orgánico de Tribunales de 
Chile, indica que “ninguna acusación o demanda civil entablada contra un juez 
para hacer efectiva su responsabilidad criminal o civil podrá tramitarse sin que 
sea previamente calificada de admisible por el juez o tribunal que es llamado a 
conocer de ella. Chile,…adhiere a una responsabilidad civil muy 
restringida y con un antejuicio de admisibilidad”. (MOSSET ITURRASPE, 
2005, pág. 171).-  
La responsabilidad es directa de los Jueces, más no del Estado, y su 
actuaciones ha, de obedecer a actuación dolosa (cohecho, prevaricación, 
denegación y torcida administración de justicia) o negligencia (falta de 
observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento.- El 
autor citado comenta que es una responsabilidad restringida, en razón de que 
la responsabilidad por error judicial solo es imputable al Juez que la comete y 
no al Estado.  
ARGENTINA.- 
No existe en la Constitución de la Nación de Argentina de 1994,  una norma 
que haga alusión a la Responsabilidad Extracontractual de la función judicial en 
forma concreta. Sin embargo en el Art. 22 de la referida Constitución, 
determina que los tratados internacionales que detalla en la norma indicada, 
“en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan 
artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse 
complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos”. De tal 
manera que para el resarcimiento por error judicial, invocan: “a) La Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), 
ratificada por ley 23.054 que establece que “Toda persona tiene derecho a ser 
indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia 
firme por error judicial (Art. 10); y b) el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos de las Nacionales Unidas   que dispone: “Cuando una sentencia 
condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido 
indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio 
de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 
resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley…”(Art. 
14.6)”(MOSSET ITURRASPE, 2005, págs. 73-74) 
En el ordenamiento argentino, la responsabilidad alcanza, indistintamente por 
entero, al Estado y al Juez.-Jorge Mosset Iturraspe, autor argentino( de la 
provincia de Santa Fe),  destaca dos cuestiones que marcan diferencia: “1) 
Que el Estado –y no los jueces- responde por los actos lícitos dañosos, por 
violación al principio de “igualdad en las cargas”, y 2) Que mientras los jueces 
sólo responden por los errores inexcusables (que no tienen excusas), graves, 
el Estado puede responder también, como lo dispone expresamente la ley 
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santafesina por las causas penales, por los “excusables” (por los que tienen 
excusa). Se denomina “responsabilidad del Estado” o derecho de la victima a 
una indemnización.-  
En Argentina no existe la reparación del error judicial como recurso ni como 
acción o demanda, “sólo existen algunos antecedentes en las normas 
provinciales, como…de la Provincia de Santa Fe por los errores en el ámbito 
penal”, considerando el autor Mosset Iturraspe que la “falta de regulación legal 
“no puede ser un obstáculo para la procedencia de la acción por indemnización 
equitativa de daños. (MOSSET ITURRASPE, 2005, pág. 185).- 
COLOMBIA 
Art. 91 de la Constitución Política de Colombia de 1991, textualmente dice: “El 
Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.- 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación a la reparación 
patrimonial de uno de tales derechos, que haya sido consecuencia de la 
conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir 
contra éste”.-  
“Acoge la teoría moderna de la responsabilidad que ya no se desarrolla sobre 
el concepto de culpa sino que se fundamenta a partir del daño”.- Martín 
Bermúdez, citando un extracto de una sentencia del Consejo de Estado 
Colombiano, ha dicho sobre el artículo transcrito que el mismo “hace referencia 
sin establecer diferencias, ni distinciones de ninguna naturaleza a la acción o la 
omisión de las autoridades públicas, lo que permite deducir que dado el 
contenido genérico de esta expresión, las autoridades judiciales se incluyen 
como integrantes de las autoridades públicas y consiguientemente con sus 
actos y omisiones pueden generar la responsabilidad patrimonial por los daños 
antijurídicos causados”(BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 68).-  
El texto del artículo 90 hace referencia a la responsabilidad del Estado ante el 
particular y la de sus agentes (incluido el Juez) frente al Estado.-  
Con el error judicial lo que se trata es de que “los administrados conozcan que 
cuando sus jueces incurren en eventuales conductas abiertamente contrarias a 
derecho y generadoras de daños y perjuicios materiales y morales, junto con su 
personal responsabilidad original también en el propio Estado la obligación 
resarcitoria”, por lo que no se trata de “reconocer la responsabilidad 
administrativa a cargo del Estado como consecuencia de un fallo, sentencia o 
providencia definitivos y con efectos de cosa juzgada, por la simple 
equivocación conceptual en que pueda incurrir el juzgador”.- “Se requiere que 
la providencia a la cual el mismo se imputa contenga una decisión 
abiertamente ilegal”(BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 82).-  
Por ejemplo en el caso de la prisión preventiva, de conformidad a una 
sentencia del Consejo de Estado Colombiano, citada por Bermúdez,  “la 
reparación del error no puede depender del hecho de que la decisión 
impugnada haya sido dejada sin efecto, sino de la posibilidad de probar 
adecuadamente la existencia manifiesta de la equivocación”.-  
“El daño tiene que ser antijurídico, esto es, cuando los particulares no estén 
en la obligación de soportarlo”, y Martín Bermúdez citando otra sentencia del 
Consejo de Estado Colombiano, en el caso de una detención preventiva, dice: 
“considera la Sala que por tratarse de un delito de homicidio la medida de 
aseguramiento legalmente procedente era la de detención preventiva, es decir, 
que desde este punto de vista la detención preventiva encontraba pleno 
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respaldo legal conforme a los artículos 388, 389, 397 y 398 del C.P., en razón a 
que el instructor contaba con el caudal probatorio e incriminatorio suficiente 
para privar al sindicado de su libertad”…”De no ser así, se llegaría a la 
situación absurda y ostensiblemente peligrosa para el mantenimiento del orden 
social y el funcionamiento de la justicia penal, de que a la más leve insinuación 
de una causal exculpativa o de justificación, sin comprobación adecuada, diera 
lugar a liberar de inmediato al sindicado, so pena, de una parte, que el Estado 
necesariamente tendría que asumir la responsabilidad por privar de la libertad 
al sindicado, y, por otra, el funcionario investigador actuaría bajo la presión que 
le significa la posibilidad de que el Estado mismo pueda en un caso dado 
repetir contra él”.- (BERMUDEZ MUÑOZ, 1998, pág. 87).- 
Corresponde determinar cuando el daño es antijurídico, y al respecto en una 
sentencia del Consejo de Estado Colombiano, citado por Bermúdez, se dice: 
“una decisión judicial es antijurídica y por lo tanto reparable por el 
Estado,….cuando “la víctima no está obligada a soportar, cuando la fuente del 
daño es una sentencia judicial, la antijuridicidad tiene un alcance distinto en la 
medida en que, en principio, toda providencia judicial constituye un título 
justificativo del daño que elimina el carácter antijurídico del perjuicio que recibe 
el particular.- La sentencia, en principio, dejará entonces de ser título 
justificativo del daño cuando el particular no esté obligado a soportar los 
perjuicios que ella le produce, en virtud de que, de una parte ella dispone 
consecuencias para el particular que no están previstas por la ley y, de otra 
parte, dichas consecuencias resultan graves y anormalmente dañosas para el 
propio particular”.-  
Existe por otro lado el requerimiento de que exista el dolo o la culpa grave sólo 
para determinar si procede o no la repetición contra el agente estadal causante 
del daño (del agente-juez).-  
 
2.6.- REPARACION DE LOS DAÑOS CAUSADOS y REPETICION DE LO 
PAGADO.- 
Para la indemnización, se tendrá en cuenta tanto el daño patrimonial como el 
daño moral, conforme así se desprende del Art. 32 del Código Orgánico de la 
Función Judicial.  
“El daño patrimonial es una modificación disvaliosa del patrimonio que se 
traduce en un modo de estar diferente de aquel en que se encontraba antes del 
hecho, como consecuencia de éste …- El daño moral es una modificación 
disvaliosa del espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, 
querer o sentir, que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de 
aquel en que se encontraba antes del hecho, como consecuencia de este y 
anímicamente perjudicial”.- (MOSSET ITURRASPE, EL ERROR JUDICIAL, 
2005, pág. 200) 
Los daños patrimoniales comprenden el perjuicio emergente y el lucro cesante, 
las ganancias dejadas de percibir las rentas o los beneficios que no llegaron 
por causas que originan responsabilidad. Jorge Mosset nos dice que “Quien 
pide el resarcimiento al Estado o al funcionario, nacido del error judicial, se 
hará fuerte, en muchas ocasiones, en la alulida pérdida de chance o frustración 
de posibilidad cierta de lograr lucros o beneficios. Y es  así por el margen de 
incerteza… en toda contienda judicial” 
El Estado debe repetir contra el responsable “en cumplimiento de deberes que 
le incumben, de buena administración e incidencia de las cargas”, “porque la 
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condena al Estado tiene como base “el servicio de justicia” defectuoso y no el 
error personal del juez, un hecho lícito pero dañoso y no un ilícito del cual deba 
responder” 
De allí que el art. 33 del Código Orgánico de la Función se refiera a la 
repetición de lo pagado por el Estado que se lo ejercerá en contra de los 
servidores o servidoras que hayan intervenido en los actos que se alegaron 
violatorios de los derechos del perjudicado y que los mismos se debieron a dolo 
o negligencia suya. 
 
2.7.-ANALISIS DE UN CASO PRACTICO: JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO SOBRE EL PAGO DE INDEMNIZACIONES POR ERROR 

JUDICIAL: PROCESO 463-2010 DEL TRIBUNAL DISTRITAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CON SEDE EN CUENCA  - ELIZABETH 

VALLEJO SEGARRA VS. ESTADO ECUATORIANO y CONSEJO DE LA 

JUDICATURA.-  

       

1.- ANTECEDENTES: 

Considero necesario referirme al proceso penal tramitado en forma previa al 

proceso contencioso administrativo, ya que en aquel constan las actuaciones 

de los jueces que son cuestionadas y consideradas como error judicial, por la 

actora del proceso contencioso;  y, porque es justamente el proceso penal en 

todas sus etapas el que ha sido presentado como prueba por todas las partes 

del proceso contencioso y posteriormente valorado por el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en su resolución. 

 

1.1. -RESUMEN DEL CASO PENAL. 

Con fecha 25 de marzo del 2008 la Jueza Tercera de  lo Penal del Azuay, 

conoció de la detención de los ciudadanos: Elizabeth Patricia Vallejo Segarra, 

Leonardo Fabián Espinoza Espinoza y César Fernando Seminario Abril, por 

parte de los policías de la División de Antinarcóticos del Azuay. La ciudadana 

mencionada, compareció con un defensor privado, mientras que a los otros 

ciudadanos, por carecer de defensa privada, se les proporcionó de oficio 

defensores públicos. Se les informó de todos su derechos constitucionales y 

especialmente el motivo de la detención. A la audiencia concurrió el Agente 

Fiscal, quien inició el proceso penal resolviendo instrucción fiscal en contra de 

Elizabeth Patricia Vallejo Segarra, y Leonardo  Fabián  Espinoza Espinoza, por 

su implicación en un caso relacionado con substancias estupefacientes y 

psicotrópicos, señalando que:   el 24 de marzo del 2008, a las dieciocho horas, 

aproximadamente, en las calles García Moreno y Juan José Flores de esta 

ciudad, previa llamada telefónica anónima, proporcionada a los policías, 

informando que una mujer se estaba dedicando al expendio de droga, llegaron 

los agentes  de la  División de Antinarcóticos de la policía Judicial del Azuay al 

lugar indicado; observaron a Elizabeth Patricia Vallejo Segarra, 

manteniendo contacto con diferentes personas sospechosas de ser 
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consumidoras. Que la señora ingresaba a un inmueble, salía, tomaba contacto 

con las personas en forma repetida (a través del consabido ¨ cruce de manos 

¨).  Intervinieron los policías encontrando en poder de Elizabeth Patricia Vallejo 

Segarra dos fundas plásticas transparentes conteniendo cocaína y a su último 

contacto César Fernando Seminario con dos funditas de plástico transparente 

conteniendo también cocaína. 

Luego de  este hecho de entrega-recepción de cocaína,  los policías ingresaron 

al inmueble mencionado, y encontraron sobre el marco de una ventana, treinta 

funditas plásticas transparentes, conteniendo más cocaína y  además la 

presencia de  Leonardo Fabián Espinoza Espinoza  quien guardaba en su 

persona un paquete de funditas de plástico transparentes  iguales a las funditas  

que guardaban cocaína  y que   encontraron  en el exterior en poder de  la 

vendedora señora Elizabeth Vallejo y  del comprador señor César Seminario.  

Los policías que intervinieron en el operativo, rindieron versiones corroborando 

los hechos que motivaron la  imputación. Así mismo se realizó la prueba de 

identificación preliminar homologada, dando como resultado derivados de 

cocaína. César Fernando Seminario Abril, no fue procesado penalmente, pues 

el señor Fiscal consideró tratarse de un consumidor que compraba droga a la 

señora Vallejo. 

- Respecto a la Instrucción Fiscal.- El Agente Fiscal, dio inicio a la Instrucción 

Fiscal, en contra de Elizabeth Patricia Vallejo Segarra y de  Leonardo Fabián 

Espinoza Espinoza, como presuntos autores del ilícito tipificado y sancionado 

en el Art.38 en relación con el Art.60 de la Ley  de Sustancias Estupefaciente y 

Psicotrópicas. Además a petición del Fiscal, la juez ordenó prisión preventiva 

de los procesados, al considerar que concurrieron los requisitos del artículo 167 

del C. de P. Penal, en flagrancia delictual.  Con fecha 23 de junio del 2008, el 

Agente Fiscal, emite el DICTAMEN FISCAL ACUSATORIO, en contra de 

Elizabeth Patricia Vallejo Segarra y Leonardo Espinoza Espinoza.  

 

- En la etapa intermedia, se desarrolla la audiencia preliminar el 21 de julio del 

2008 en la cual el Agente Fiscal presentó un cuadro procesal con carga 

incriminatoria en contra de los procesados, en dicha audiencia en la primera 

parte los imputados pidieron que se declare la validez del proceso pues se 

habían observando las normas legales pertinentes y en la segunda parte 

hicieron énfasis en su inocencia. 

La Jueza de lo Penal,  con el 24 de julio del 2008,  resolvió  llamar a juicio a 

Elizabeth Patricia Vallejo Segarra y Leonardo Fabián Espinoza al considerar 

que existían graves presunciones de existencia del delito y participación de los 

procesados por tráfico ilícito y al existir las   presunciones exigidas en el 

artículo 232 del Código de Procedimiento Penal.  

-Basándose en el examen pericial psicosomático que la diagnosticaba como 

adicta, la procesada solicitó que en aplicación a  lo dispuesto en los artículos  

34, 63 y 103 inciso final, de la Ley de Sustancias Estupefacientes  y 
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Psicotrópicas,  se dicte sobreseimiento. Argumento que fue desestimado pues 

el juzgador consideró que las sustancias encontradas, en su persona y 

habitación estaban siendo utilizadas en el tráfico ilícito y no para su consumo 

por su adicción. 

-La Etapa del Juicio estuvo a cargo del Tribunal de Garantías Penales, en la 

misma se produjeron las pruebas y se emitió la SENTENCIA, en el caso 

concreto condenatoria,  imponiendo una pena de 8 años de reclusión mayor 

ordinaria, el tribunal señaló que ¨ de acuerdo a la prueba sufragada en la 

audiencia se ha demostrado que la sentenciada, Vallejo Segarra, entregó dos 

sobres al señor César Seminario; y, es por aquel acto que se le sanciona y no 

por su adicción¨. Y establecieron la pena motivada en que la actuación de la 

hoy demandante encajó plenamente en el supuesto previsto en el Art.60 de la 

Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas. 

- En la Etapa de Impugnación, la Segunda Sala de lo Penal de la Corte 

Provincial de Justicia del Azuay ratificó motivadamente la sentencia del 

Tribunal Penal.  Con posterioridad al resolverse el recuso de casación la 

Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia desestimando el 

criterio de los jueces sentenciadores, resolvieron  absolverla ratificando su 

inocencia, fundamentando su decisión en el Art.346 de la Constitución de 

Montecristi.  

La Sala de la Corte Nacional en su considerando uno, señala que la Casación 

se contrae a  examinar  si en la sentencia definitiva se ha violado la ley, sin 

embargo en el considerando cuatro, aceptando que la sentencia está 

fundamentada en preceptos legales, en la Ley de Estupefacientes y Sustancias 

Psicotrópicas, Código Penal y Código de Procedimiento Penal, la tacha de 

simplista y legalista.   

La Sala de la Corte Nacional, además en la parte final del considerando tercero 

señala que la pena impuesta a la recurrente…no guarda proporción entre la 

infracción cometida y la pena impuesta. 

 

2.- RESUMEN DEL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR 

ERROR JUDICIAL 

Emitida la sentencia de casación, la Sra. Elizabeth  Vallejo presenta una 

demanda por ERROR JUDICIAL ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso 

Administrativo No.3 con sede en Cuenca señalando que la detención de la que 

fue objeto el 24 de mayo del 2008 se la hizo sin considerarse su situación de 

consumidora y enferma adicta a sustancias estupefacientes conforme el 
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examen psicosomático que señala la necesidad de internamiento urgente para 

tratamiento, que pese a que en la etapa de instrucción fiscal  justificó que la 

droga era la necesaria para el consumo inmediato se dictó orden de prisión 

preventiva por la Jueza Tercera de lo Penal quien resolvió llamarle a juicio así 

como el embargo de sus bienes. Que el Primer Tribunal Penal del Azuay con 

fecha 2 de octubre de 2008, dicta sentencia condenatoria acusándole de autora 

y responsable del delito tipificado en el Art. 60 de la Ley de Sustancias 

Estupefacientes y Psicotrópicas imponiéndole una pena de 12 años de 

reclusión ordinaria y una multa de 60 SMV, pero al existir atenuantes la pena 

quedó reducida a 8 años de reclusión ordinaria. Que en recurso de casación 

con fecha 12 de noviembre de 2009, la Corte de Casación declara procedente 

el recurso y ratifica la inocencia de la Sra. Vallejo disponiendo que el Centro de 

Rehabilitación cumpla con la rehabilitación de la recurrente. Por ello indica la 

actora que fue declarada inocente y que la serie de actuaciones de la justicia 

ordinaria la condujeron a estar privada de su libertad y por ende a ser separada 

un año y medio de su  hijo de tres años de edad, que su familia sufrió la 

desesperanza y la vergüenza ante la sociedad que recrimina a quienes 

considera delincuentes. Indica la actora que este acto a más de ser un error 

judicial es una irresponsable negligencia  que le ha traído graves daños y 

perjuicios, cita como fundamentos de derecho los Arts.172,227,233,11 numeral 

19 de la Constitución;  32 y 33 del Código Orgánico de la Función Judicial; 416 

a 419 del Código de Procedimiento Penal y demanda al Estado Ecuatoriano 

representando por el Procurador General del Estado, indica que se tendrá 

como legítimo contradictor al Presidente del Consejo Nacional de la Judicatura 

demanda la reparación del daño por el error judicial indica que en la reparación 

integral se considerará el tiempo que ha dejado de trabajar, los pagos que ha 

realizado a su abogado patrocinador y el daño psicológico, afectivo y moral que 

la privación de la libertad le ha ocasionado que lo estima en $500.000 más 

intereses respectivos.  

El Tribunal califica la acción contencioso-administrativa de clara y completa y 

manda a citar al Procurador General del Estado y al Presidente del Consejo de 

la judicatura. 

El Presidente del Consejo de la Judicatura en su contestación señala que: 

1.- La tramitación del proceso penal se ha dado observando las disposiciones 

legales sin omitir solemnidades, por lo que es válido.2. Que no existe error 

judicial pues se han cumplido con los principios constitucionales.3.que hay 

improcedencia de la demanda. 4.- Que no existe acto administrativo que se 

impugne. Plantea así como excepciones negativa pura y simple de los 

fundamentos de hecho y de derecho, falta de causa y objeto lícito, falta de 

legítimo contradictor, improcedencia de la demanda,  inexistencia del acto 

administrativo que se impugna, prescripción, incompetencia de los jueces del 
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tribunal. Pide además que se les cite a los jueces que intervinieron en las 

etapas del proceso penal. 

La Procuraduría General del Estado al dar contestación a la demanda en su 

parte medular señala que,  el legitimado pasivo en los juicios en contra del 

Estado es el Presidente del Consejo de la Judicatura, por lo que contra él se 

debió exclusivamente ejercer la acción y no contra el Procurador General del 

Estado señalando que la demanda adolece de ilegitimidad de personería 

pasiva. Indica existe incompetencia del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo pues la actora en la demanda de manera categórica señala que 

existe un error de los operadores de justicia y por lo tanto debía plantear una 

acción civil ya que en el CPC está previsto el juicio de daños y perjuicios en 

contra del magistrado o juez que en ejercicio de su función cause perjuicio a las 

partes a terceros, debiendo el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

funcionar en base a las competencias establecidas antes de la vigencia del 

COFJ por la disposición transitoria cuarta de dicho cuerpo legal. Improcedencia 

de la acción ya que del proceso penal se constata que se probó la existencia 

material de delito así como la responsabilidad de la actora, cumpliéndose con 

el debido proceso e imponiendo una pena a la actora no por su adicción sino 

por entregar sobres con droga al Sr. César Seminario. Indebida acumulación 

de acciones y falta de derecho. 

-Comparecen los jueces del Tribunal de Garantías Penales y de la 

Segunda Sala especializado de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia del 

Azuay y señalan: 

La Sala confirmó la sentencia del Tribunal al comprobar la existencia de la 

infracción y la responsabilidad de la acusada por lo que no hay error judicial ni 

negligencia. –Que el error judicial debe ser inexcusable, pues como lo ha 

expresado la Corte Suprema de Justicia, no dimana de la simple revocación o 

anulación de las resoluciones judiciales, sino que se necesita que la resolución 

sea injusta o equívoca el error debe ser palmario, indudable, incontestable, 

objetivo y puede ser fáctico o jurídico teniendo indebidamente por probados 

hechos, ignorándose preceptos legales o equivocándose en su aplicación o 

interpretación, que la Sala analizó la pericia del análisis químico y el peritaje del 

examen Psicológico que señala que puede ser consumidora y vendedora a la 

vez.- No hay dolo ni negligencia pues sus actos estuvieron ordenandos por la 

ley; por lo que plantean como excepción:  1. La negativa pura y simple de la 

demanda.2.Falta de derecho. 3. Improcedencia de la demanda. 4. Prescripción. 

5. Falta de legítimo contradictor, pues no se ha contado con los fiscales. 

- Por su parte la entonces Jueza Segunda de Garantías Penales, contesta 

haciendo conocer fundamentadamente su actuación en el proceso penal y 

deduce sus excepciones de negativa de los fundamentos de hecho y de 
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derecho. Improcedencia de la demanda pues, para el reclamo la accionante no 

ha dado previo cumplimiento,  a la FORMA  exigida para este tipo de 

demandas conforme lo dispone el Art.32 del Código Orgánico de la Función 

Judicial y los  Arts. 418  a 420 del CPP;  falta de causa ya que no hay error 

judicial pues se han respetado las normas del debido proceso y se ha actuado 

conforme a las normas vigente del C.P, CPP y Ley de Sustancias 

Estupefacientes y Psicotrópicas al no existir duda de la existencia de la 

infracción y su responsabilidad. 

Contestada la demanda se trabó la Litis y luego se evacuaron las pruebas 

solicitadas por las partes. 

-De la sentencia el Tribunal, resaltamos las siguientes consideraciones: 

I. Que es competente para el conocimiento de la causa en razón de la 

materia, basado en los Arts. 32 y 217 numeral 9 del Código Orgánico de la 

Función Judicial y que aunque dichas disposiciones se refieran a un órgano 

unipersonal ante el que se deben presentar las demandas  existe resolución de 

la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de justicia (17-

05-2010) en la cual frente a la Disposición Transitoria Cuarta del Código 

Orgánico de la Función Judicial se ha pronunciado que la misma no tiene el 

propósito de dejar en indefensión a los derechos de las personas para obtener 

la tutela judicial expedita de sus derechos e intereses, más aún en un Estado 

Constitucional de Derechos y Justicia en el que ninguna norma puede restringir 

el contenido de los derechos, las normas deben ser interpretadas en el sentido 

que más favorezca la vigencia de los derechos y no se puede dejar a las 

personas en un Estado de indefensión. 

II.El proceso es válido, pues habido observancia de las solemnidades. 

III. La negativa de los fundamentos de hecho y de derecho trasladan  la 

carga de la prueba a la contraparte. 

IV. Respecto a la inexistencia de causa y objeto lícito: El tribunal observa 

que no es cierto pues no se está reclamando nada contrario a derecho. 

V.En cuanto a la Falta de Legítimo Contradictor: El tribunal no acepta la 

excepción e indica que la demanda está dirigida en contra del Estado 

Ecuatoriano, representado por el Procurador General del Estado;  y, como 

legítimo contradictor al Presidente del Consejo de la Judicatura, conforme el 

Art. 32 del COFJ. 

VI. Improcedencia de la demanda: Inicialmente el Tribunal solo analiza la 

procedencia de la demanda por cumplir con los requisitos de admisibilidad y al 

final realiza el análisis de fondo sobre esta excepción planteada. 
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VII. Inexistencia de acto administrativo impugnable.- El Tribunal considera 

que efectivamente no hay acto administrativo impugnable sin embargo destaca 

que su actuación no se limita al control de legalidad sino al establecimiento de 

derechos, por lo que la excepción no es pertinente. 

VIII.Sobre la prescripción, señalan que la excepción no tiene asidero, pues en 

el caso no se aplica el Art.65 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa sino el 32 del COFJ. 

IX.La parte medular de la resolución del Tribunal se encuentra en el 

considerando X en el que se analiza si existe o no en la actuación de los 

jueces error judicial;  así: 

1.-Señala el Tribunal que el error judicial es el falso concepto que tiene el juez 

respecto a la verdad de los hechos, y que puede incluir tanto el error de hecho 

como el de derecho. 2. Que el error castigable tiene que ser de tal connotación 

que la visión jurídica, imparcial y razonada, no admita duda. 3. Indican que en 

la sentencia de casación se invocan preceptos como el Art. 5 y 6 del COFJ 

vigentes desde el 9 de marzo del 2009, que no podían ser considerados por el 

Tribunal Penal a la fecha de emitir su sentencia, esto es el 2 de octubre de 

2008,  tampoco  podían aplicar el Art. 364 de la Constitución vigente a partir del 

20 de octubre de 2008, por lo que no se puede considerar como error la no 

aplicación de normas que no existían.  4. El Tribunal de lo Contencioso además 

se refiere al principio de la independencia interna y externa de la administración 

de justicia indicando que en el caso concreto los jueces ejercieron su libertad 

de apreciación de los hechos y que se subsumieron en la norma penal 

aplicable a la fecha, estableciendo responsabilidades. 5.- Indica el Tribunal que 

el precepto legal sancionador aplicado por los jueces de lo penal,  hasta la 

fecha goza de la presunción de constitucionalidad y que es una aventura sin 

sustento firme asegurar que el juzgador se apartó de la norma jurídica por lo 

que concluye en la INEXISTENCIA DE ERROR  JUDICIAL ATRIBUIBLE A 

LOS ORGANOS JUDICIALES QUE INTERVINIERON. 6.- Finalmente el 

Tribunal Contencioso señala que la demanda es improcedente en los términos 

propuestos puestos pues la ley rige para lo venidero, e indica que la regulación 

a considerar sería la determinada en los Arts. 417 y  418 del C.P.P, por lo que, 

DEJANDO EXPEDIDA EL DERECHO DE LA ACTORA DE RECLAMAR EN 

LOS TÉRMINOS ESTABLECIDOS EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 

PENAL  RESUELVE DECLARAR SIN LUGAR LA DEMANDA.  

3.-ANÁLISIS DE LA EXISTENCIA O NO DE ERROR JUDICIAL TANTO DE 

LA ORDEN DE PRISION PREVENTIVA CUANTO EN LA SENTENCIA 

El Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo, en su sentencia dictada 

dentro del caso práctico en análisis,  considera que no existe error judicial, 
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porque la norma contenida en el Art. 364 de la Constitución de la República, 

expedida mediante Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre del 2008, no 

podía ser aplicada por el Tribunal  de Garantías Penales en su sentencia de 

fecha 2 de octubre del 2008, porque no existía la referida norma.- En tanto que 

la Sala Penal de la Corte Nacional, en su sentencia de fecha 12 de noviembre 

del 2009,  a través de la cual “declara procedente el recurso de casación… 

ratificando la presunción de inocencia”, aplica la norma referida, la que no 

debió ser considerada, porque no despenaliza el tráfico de droga, sino 

únicamente hace referencia a la adicción como un problema de salud y su no 

criminalización.-  

La sentencia del Tribunal, contiene conceptos interesantes respecto de lo que 

debemos entender por ERROR JUDICIAL, sin embargo, abordaré nuevos 

conceptos, para luego concluir si hubo o no error judicial en el caso en análisis: 

Me pregunto, si a pesar de no existir ERROR JUDICIAL, cabe 

indemnización por el daño real consistente en la privación de la libertad 

de la Sra. Vallejo?.- Al respecto hay criterios en contra y otros a favor, así el 

tratadista de Derecho Administrativo, Marinhoff, citado por  el Fallo No. 3 del 

Juzgado 1ª. Instancia Civil, Comercial y Minas, de Mendoza de 29 de diciembre 

de 1989,  citado a su vez en el Libro de Mosset Iturraspe, dice; “Pero en modo 

alguno debe admitirse responsabilidad del Estado, con la correlativa obligación 

de indemnizar, cuando alguien haya estado privado de su libertad durante la 

sustanciación del proceso y sea finalmente puesto en libertad –sobreseído o 

absuelto- por el órgano jurisdiccional”. Un argumento a favor de indemnizar, es 

el sostenido por la jurisprudencia argentina: “Arguir la licitud del proceder del 

Poder Judicial no obstaculiza el derecho indemnizatorio, pues la antijuridicidad 

no es un presupuesto ineludible de la responsabilidad estatal  como lo ha 

sentado en forma reiterada la jurisprudencia y la doctrina..” “de lo que se trata 

es de que el imputado haya sufrido un detrimento lo suficientemente 

grave y anormal de acuerdo con las circunstancias del caso y de su  

conciliación con el derecho de defensa social que impone la privación de 

la libertad de los sospechosos de delitos graves” (MOSSET ITURRASPE, 

2005, pág. 231) .-  

En el caso Ecuatoriano, la Constitución vigente a la fecha de los hechos, es la 

1998, cuyo Art. 21,  decía: “Cuando una sentencia condenatoria sea 

reformada o revocada por efecto de recurso de revisión, la persona que 

haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia, será rehabilitada 

e indemnizada por el Estado, de acuerdo con la Ley”, norma que no es 

aplicable porque no existe de por medio un recurso extraordinario de 

revisión cuyas causales están previstas en el Código de Procedimiento 

penal, sino lo que existió fue un RECURSO DE CASACION. En tanto que 

el Art. 22, decía: “El Estado será civilmente responsable en los casos de 

error judicial, por  inadecuada administración de justicia, por actos que 
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haya producido la prisión de un inocente o su detención arbitraria, y por 

los supuestos de violación de las normas establecidas en el Art. 24. El 

Estado tendrá derecho de repetición contra el Juez o funcionario 

responsable”.- Considero que ésta era la norma aplicable al caso concreto, lo 

que existe es una sentencia que absuelve a la Sra. Vallejo, por lo que estamos 

frente a la PRISION DE UNA PERSONA QUE, A CRITERIO DE LA SALA DE 

CASACION  ES INOCENTE, lo que dará derecho a una indemnización; prisión 

que no proviene de error judicial, sino de daños sufridos por la INOCENTE, que 

se ha visto sometida a un proceso penal y privada de su libertad cuando en 

sentencia definitiva de casación es ABSUELTA, sobre todo si aplicamos el 

Principio de las Cargas Públicas. Para Mosset Iturraspe, “las cargas públicas 

deben distinguirse en forma igualitaria, y a nadie puede imponérsele un 

sacrificio anormal y grave en pos del bien común sin condigna reparación, los 

que determinan la procedencia del derecho resarcitorio, una vez reunidos sus 

presupuestos, tanto para quien ha sido condenado como para quien tuvo la 

fortuna de que el error no llegó a cometerse en sentencia firme” (MOSSET 

ITURRASPE, 2005, pág. 234).-  

Es la Constitución de la República del Ecuador de 1998, la que determina la 

obligación de indemnizar al inocente que se ha encontrado preso, norma que 

de conformidad al art. 18 de la misma Constitución debía ser de directa  e  

inmediatamente  aplicación  por  y  ante  cualquier  juez, tribunal o 

autoridad…..Ninguna autoridad  podrá exigir condiciones o requisitos no 

establecidos en la Constitución o la ley, para el ejercicio de estos derechos…..- 

Norma que esta en relación con el art. 273 de la Constitución de 1998, que 

preveía: “Art.   273.-   Las   cortes,  tribunales,  jueces  y  autoridades 

administrativas  tendrán  la  obligación  de  aplicar las normas de la 

Constitución  que  sean pertinentes, aunque la parte interesada no las invoque 

expresamente” 

ANALISIS DE LA PRISION PREVENTIVA ORDENADA POR LA JUEZA DE 

LO PENAL EN EL CASO PROPUESTO. 

En virtud de que, en nuestra legislación,  el tema de la responsabilidad 

extracontractual de los jueces no se encuentra desarrollada, consideramos que 

en el proceso que se entable ante lo Contencioso Administrativa, para alcanzar 

una indemnización de sentencia penal absolutoria,  se debe analizar si hubo el 

error tanto en la providencia que ordena la detención cuando en la sentencia, 

porque si ésta detención se basó en los indicios constantes en autos, la 

detención sin duda que es legal. En cambio si solo se analiza la sentencia firme 

de la Corte Nacional de Justicia, es evidente que al declarar inocente a la 

actora, se configura el daño que amerita una indemnización, a pesar de que no 

hay error judicial en la sentencia del inferior porque su actuación no es 

antijurídica.  

 El Código de Procedimiento Penal vigente a la fecha del proceso, establece 

que “[e]l juez podrá dictar auto de prisión preventiva cuando lo creyere 

necesario, siempre que aparezcan los siguientes datos procesales: 1. Indicios 
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que hagan presumir la existencia de un delito que merezca pena privativa de 

libertad; e 2. Indicios que hagan presumir que el sindicado es autor o cómplice 

del delito que es objeto del proceso […]” (artículo 177). 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Tibi vs el Estado 

Ecuatoriano, en su acápite 106, “considera indispensable destacar que la 

prisión preventiva es la medida más severa que se le puede aplicar al imputado 

de un delito, motivo por el cual su aplicación debe tener un carácter 

excepcional, en virtud de que se encuentra limitada por los principios de 

legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, 

indispensables en una sociedad democrática”. 

 

En el juicio penal del caso en análisis, la Jueza dispuso la prisión preventiva de 

la Sra. Vallejo, porque existían los indicios suficientes para suponer que la Sra. 

Vallejo era autora del delito de tráfico de drogas, “determinando como 

necesidad de la medida”….., por lo que considero que la prisión preventiva a la 

que estuvo sometida la Sra. Vallejo fue en derecho, lo cual hace inexistente la 

responsabilidad personal de la Jueza, pero no obsta a la responsabilidad e 

indeminización del Estado, por haber sido absuelta por la Sala Penal de 

Casación que revoca la sentencia del Tribunal, en aplicación de la 

Constitución de 1998 y por los Instrumentos Internacionales antes referidos.-  

 

SEGÚN EL ART. 22 DE LA CONSTITUCION DE 1998, UNA VEZ 

ORDENADO EL PAGO DE LA INDEMNIZACION,  EL ESTADO REPETIRA 

LO PAGADO.- Para efectos de repetición de lo pagado, el Consejo de la 

Judicatura pedirá al juzgado de la causa que se cuente como partes procesales 

con las servidoras o servidores que hayan intervenido en los actos que se 

alegan fueron violatorios de los derechos del perjudicado.- El Estado, ejercerá 

la acción de repetición de lo pagado por el Estado en contra del funcionario-

juez, quien debe demostrar en éste proceso, que los actos que originaron los 

perjuicios no se debieron a dolo o negligencia suya,  sino al caso fortuito o 

fuerza mayor.-Porque si la actuación judicial no se debe a dolo o 

negligencia, se borraría la ilicitud del proceder del juez, sin que 

desaparezca el daño, situación por la cual responderá el Estado pese a la 

licitud del proceder del juez, a quien no se le exigir la repetición del valor 

pagado. 

 

2.8.- CONCLUSIONES.- 
 
1.- El Ecuador se enmarca dentro de una responsabilidad del Estado por error 
judicial de tipo objetiva, que no requiere la prueba de la culpa o del  dolo del 
Juez,  para dar origen a la responsabilidad  directa del Estado, es decir es una 
responsabilidad amplia del Estado, basta que exista el perjuicio, responde el 
Estado, y paga la indemnización, así la inculpabilidad del juez borre la ilicitud, 
pero el perjuicio no desaparece a pesar de que la actuación del Juez sea lícita.-
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Pero si ese perjuicio se debe a dolo o negligencia del Juez, igual paga el 
Estado, pero el Juez debe devolver al Estado,  lo pagado.-  
 
2.- En el Ecuador, de conformidad con el Art. 32 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, la demanda por error judicial debe dirigirse en contra del  
Presidente y del Director General del Consejo de la Judicatura, sin embargo, 
éste demandado, cuando contesta la demanda debe solicitar al Juez de la 
causa, proceda a citar a los Jueces autores de la sentencia o providencia que 
contenga error judicial, de no pedirlo, a fin de evitar nulidades procesales, será 
el actor quien solicite la citación de los indicados servidores.- 
 
3.- En el Ecuador, la responsabilidad del Estado por error judicial no solo se 
refiere a materia penal sobre todo por la privación de la libertad, sino a todos 
los ámbitos del derecho, civil, inquilinato, contencioso administrativo.- 
 
4.- La responsabilidad por error judicial, tiene como finalidad “mejorar el 
servicio de justicia”, por ello coincido con tratadista Jorge Mosset citado a lo 
largo de esta investigación, que con el objetivo de restringir éstos errores, 
deberíamos comenzar seleccionado bien a los Jueces, respetando una carrera 
judicial, tomando en consideración a Abogados con especialización, no a 
aquellos que no tienen una formación solida, “hecho o formado a través de la 
praxis, con aciertos y equivocaciones, con una muy relativa especialización, en 
la mayoría de los casos “de hecho” y no “de jure””, y lo que es peor por filiación 
política.-  
 
5.- Luego de haber analizado las diferentes legislaciones latinoamericanas, 
puedo concluir que el Ecuador, en su Constitución, hace referencia en forma 
muy puntual a la responsabilidad del Estado por error judicial no solo en 
materia penal, situación que no sucede con el resto de Constituciones como 
son la de Uruguay, Chile, Argentina, y Colombia, además poseemos  una 
legislación muy desarrollada con relación al trámite, juez competente, 
prescripción, repetición de pago por responsabilidad judicial, sin embargo 
existe muy poco desarrollo doctrinario sobre el error judicial. Me parece que 
Colombia lleva la batuta sobre este tema, pues a través de la jurisprudencia del 
Consejo de Estado, se ha ido desarrollando, el tema del “daño antijurídico” 
como tema principal del error judicial;  de igual manera Argentina, a pesar de 
no contar con normas concretas en su Constitución sobre error judicial, sino de 
adoptarlas de Tratados Internaciones que forman parte de su legislación, ha 
desarrollado muy bien el tema que genera daños irreparables ya sea de 
actuaciones lícitas o ilícitas.  
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